Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 52 minutos) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el 
gusto de recibir a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
encabezada por el señor Ministro, ingeniero Carlos Colacce y el señor Subsecretario, arquitecto Jack 
Couriel, junto con sus asesores, quienes han concurrido a los efectos de considerar el articulado de la 
Rendición de Cuentas correspondiente al Inciso 14. 


La metodología de trabajo de la Comisión sería, en este caso, escuchar primero una 
exposición general por parte del titular de la Cartera y luego analizar el articulado dando intervención a 
los señores Senadores para que puedan formular las preguntas que crean conveniente o dar su 
opinión sobre las diversas disposiciones. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante todo, quiero señalar que para nosotros es un gusto estar presentes en esta 
Comisión para, precisamente, rendir cuentas de lo que el Ministerio ha realizado durante el Ejercicio 
2007 y de las tareas que continúa desarrollando a la fecha. Por supuesto, también expondremos 
nuestros fundamentos de los artículos que pretendemos se incorporen a este proyecto de ley que se 
encuentra a estudio de esta Comisión del Senado. 


En esta ocasión me acompaña un nutrido grupo de funcionarios y Directores del Ministerio 
que, desde ya aclaro, se encuentran a entera disposición para, junto con quien habla, responder todas 
las inquietudes o dudas que puedan surgir. 


Comenzaré, entonces, efectuando un planteamiento general de todas las actividades que 
involucran al Ministerio en sus distintas unidades ejecutoras. 


En lo que tiene que ver con el tema de la vivienda, al inicio de este Gobierno se elaboró, y se 
viene desarrollando, un plan quinquenal en el que se pueden distinguir algunos aspectos que son 
fundamentales, como el problema de acceso a la vivienda. En ese sentido, debemos decir que hay un 
stock de viviendas desocupadas a las que no pueden acceder muchos ciudadanos porque los 
propietarios no logran introducirlas, por ejemplo, en el mercado de alquileres. Por todo esto, en cada 
uno de los programas y políticas que se definen, tenemos muy claro este aspecto. 


Por otro lado, estamos trabajando en un plan multifocal en el que, si bien los recursos 
mayoritarios que se asignan provenientes del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanismo van a estar 
dirigidos a los sectores más carenciados o con mayores necesidades, no dejamos de tener presente la 
necesidad de acceso a la vivienda que tienen los sectores medios. Entendemos que el Ministerio debe 
tener presente esta situación no solo para cubrir esa necesidad, sino porque al facilitar el acceso a la 
vivienda a los sectores medios, también estamos generando un corrimiento que determinará un mejor 
acceso a la vivienda para los sectores más necesitados. 


Otro punto en el que hacemos especial hincapié en nuestros planes y políticas de vivienda 
tiene un carácter integrador en lo urbano y en lo social, sobre todo en aquellos planes que prevén la 
construcción de viviendas nuevas que se incorporan al stock de las ya existentes y que luego se 
entregan por parte del Ministerio. 


Para hacer referencia a las acciones concretas de la Dirección Nacional de Vivienda, me 
acompaña el Director de DINAVI, arquitecto Altamirano, quien podrá profundizar sobre todos esos 
aspectos. Sin embargo, puedo decir que desde el año pasado ha comenzado un plan de licitaciones y 
de obras que hoy está en marcha. Luego voy a mencionar algunos números relativos a la construcción 
de viviendas nuevas, respecto a las cuales se hace un especial hincapié en algo que antes mencioné, 


vinculado a la ubicación de los terrenos de estos nuevos conjuntos habitacionales. Con respecto a 
ellos, especialmente se busca que estén situados en la trama urbana, donde ya existen servicios e 
infraestructuras, dado que no tiene sentido invertir en zonas más alejadas por la sola razón de que el 
costo del terreno es menor, porque eso es pan para hoy y hambre para mañana. Si hiciéramos esto 
estaríamos perdiendo de vista la inversión que luego habrá que hacer para ofrecer servicios como 
saneamiento, luz, agua, transporte, una policlínica o una escuela a esas nuevas viviendas. Entonces, 
se hace especial hincapié en que estos nuevos conjuntos habitacionales estén ubicados en la trama 
urbana ya existente, tanto en la capital como en las ciudades del interior. 


Asimismo, por la vía de las licitaciones, se están construyendo viviendas para pasivos. 
Tenemos unos cuantos procesos de licitación y obras en construcción que se están adjudicando en 
estos días. 


Hemos celebrado una serie de convenios con las distintas Intendencias y se han realizado 
programas habitacionales realmente novedosos, que ya están en marcha. A continuación quisiera dar 
dos o tres ejemplos. En Soriano se está llevando a cabo el realojo de dos asentamientos muy grandes 
en la ciudad de Mercedes. Me refiero a los de los barrios “La vía” y “Aparicio Saravia”. En este 
momento, a partir de un convenio con la Intendencia, se están construyendo -con fondos del Ministerio- 
las plateas o las bases de las nuevas casas para realojos en terrenos que otorgó la Comuna; se 
entregan canastas de materiales y se capacita a las familias para que construyan sus casas por el 
sistema de ayuda mutua. Estamos hablando de casi 400 familias, por lo que hay que ver el impacto 
que esto genera en una ciudad como Mercedes. 


Recientemente firmamos con el Intendente de Río Negro la adquisición de las viviendas que, 
en oportunidad de la fase de obra, construyó la empresa Botnia. Estamos hablando de 108 viviendas 
que ahora van a ser incorporadas a los planes del Ministerio y que antes eran propiedad de la 
Intendencia. 


Por otra parte, señalamos que en Salto, mediante un convenio con la Intendencia, a partir de 
un plan muy novedoso y de mucho éxito que está implementando la Comuna, damos canastas de 
materiales para construir con procedimientos incluso no tradicionales un nuevo barrio de viviendas. 


He dado estos ejemplos sin entrar en mayores detalles para que vean cómo los trabajos que 
se están llevando a cabo con todas las Intendencias realmente tienen importantes resultados, sea cual 
sea el color político de los Gobiernos Departamentales. 


El tema del cooperativismo -siempre presente y que tanto ha caracterizado a nuestro país en 
las últimas décadas- es muy dinámico; recientemente hemos aprobado un nuevo reglamento que 
incorpora al régimen cooperativista a la denominada franja 1, es decir, a los sectores más carenciados. 
Esto había sido solicitado durante mucho tiempo justamente por las federaciones que aglutinan 
distintas cooperativas. 


A su vez, sigue en marcha una serie de proyectos incorporados a los grupos SIAV. Hemos 
tenido grandes problemas en su ejecución por una serie de inconvenientes que se suscitaron debido al 
procedimiento establecido para dichos grupos. Los institutos de asistencia técnica recibían los dineros 
del Ministerio y, muchas veces con cierto manejo inescrupuloso de los fondos, se conformaron 
cooperativas con reglamentos que no estaban bien determinados y sobrecostos que se asignaban a 
los vecinos miembros de las cooperativas. Ese no era el espíritu al originarse estos grupos SIAV. 
Muchas veces ni siquiera se daba el efecto de la ayuda mutua. Es decir que los institutos o gestores 
que recibían los dineros estaban haciendo un negocio a través de este tema y esto ha generado una 
serie de dificultades. Obviamente el Ministerio cumple con sus obligaciones, pero en el diario vivir de 
nuestro personal de la Dirección Nacional de Viviendas, esto consume muchas horas de atención. 


Asimismo, se han elaborado los nuevos productos -especialmente durante el año pasado, 
para ponerlos en marcha a la brevedad, quizás dentro de un mes y medio- que se van a lanzar y, como 
verán, son multifocales, es decir que están orientados a sectores medios. Se trata de préstamos que el 
propio Ministerio, a través del Fondo Nacional de Vivienda, va a otorgar a núcleos familiares con 


ingresos por debajo de 60 Unidades Reajustables. En una primera instancia, estos créditos serán para 
la compra de vivienda usada y, con un desfase de poco tiempo -calculamos que será dentro de un mes 
o un mes y medio- existirá también la posibilidad de compra de vivienda nueva dentro del stock de 
viviendas que venimos construyendo. Este plan es muy novedoso y otorga a las familias importantes 
subsidios que están relacionados con sus ingresos y con el número de personas que constituyen el 
núcleo familiar. También es cierto que este programa será ampliamente difundido y lo tendremos en 
marcha seguramente a fines de agosto o principios de setiembre. 


Nos referimos siempre a situaciones que están siendo elaboradas desde el año pasado y que 
estarán en marcha próximamente. En ese sentido, también hay un programa de subsidio a la cuota en 
créditos hipotecarios o, incluso, de subsidio al capital. Se trata de créditos hipotecarios que los vecinos 
podrán obtener, ya sea en la banca privada como en la pública. En este ámbito hablamos tanto del 
Banco Hipotecario del Uruguay -ya daremos más detalles sobre su situación y cuándo estará 
otorgando el crédito hipotecario- como del Banco de la República Oriental del Uruguay que, como 
todos sabemos, se ha incorporado a este mercado. Hemos conversado con estas instituciones para 
firmar un convenio en el que ellos trabajen con este subsidio que otorga el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que, obviamente, será el mismo para todos los bancos. 
Pretendemos que esto sea una ayuda, un empujoncito que se da desde el Ministerio para que más 
uruguayos puedan acceder al crédito hipotecario, porque cada crédito es una solución habitacional. 


En esta misma línea y con las pautas masivas de comunicación que realizaremos 
próximamente para promocionar estos programas, estaremos fortaleciendo los programas de garantías 
de alquiler -que entendemos son muy importantes- a fin de acercar a aquellos uruguayos que no 
cuentan con ellas. Por medio de un convenio con la Contaduría General de la Nación esperamos poder 
potenciar un programa que, si bien está vigente, creemos que puede aumentar sustancialmente el 
número de beneficiados. 


Por otro lado, estamos brindando un plan importante de crédito para refacción, ya sea a través 
del Banco Hipotecario, como con los créditos de menor monto que se realizan por medio del Programa 
CREDIMAT, que está vigente y cuyos números repasaremos más adelante para que se conozcan los 
créditos otorgados por esta vía. En este aspecto de refacción se hace especial hincapié en lo que es el 
Plan Goes, un plan piloto de refacción urbana donde justamente se pretende poblar zonas de 
Montevideo que han sufrido cierto vaciamiento y no carecen de infraestructura, a fin de paliar los 
perjuicios que ello acarrea. 


El buque insignia establecido a través del Plan Quinquenal de Vivienda, definido en el año 
2005, es la reestructuración del Banco Hipotecario y, asociada a ello, la creación de la Agencia 
Nacional de Vivienda. Entiendo que el haber incorporado esta acción ha supuesto una gran valentía, 
dado lo complejo y difícil de esta misión pero, al mismo tiempo, es necesaria. Todos conocemos los 
problemas que arrastra desde hace muchísimos años el Banco Hipotecario, con pérdidas que superan 
los US$ 2.000:000.000 y con un sistema que hacía que el Banco fuera un operador general, ya que 
construía y otorgaba créditos. En esta reestructura se redefine su Carta Orgánica para que únicamente 
tenga la función de otorgar créditos hipotecarios. 


En esta nueva concepción institucional del tema, la Agencia Nacional de Vivienda pasa a ser 
la tercera pata, junto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
Concretamente, tiene un papel directo en la ejecución de planes de vivienda, pero además realiza la 
comercialización de las viviendas y el manejo de las carteras problemáticas que heredará del Banco 
Hipotecario. En esta materia habrá políticas de recupero -si es necesario, entraremos más en detalle 
en este aspecto- que próximamente van a estar aprobadas y que, como se podrá apreciar, priorizan los 
aspectos sociales que hay detrás de estas deudas; estamos hablando de más de 45.000 casos 
problemáticos que se heredan de todo este período del Banco Hipotecario. De esta manera se va a 
estar saneando la estructura del Banco para que comience su nueva generación, otorgando créditos y 
únicamente concebido en ese negocio. 


La Agencia Nacional de Vivienda es una nueva institución, y actúa como servicio 
descentralizado. Esta, obviamente, es una tarea muy difícil, incluso desde el punto de vista de la 
gestión. De 900 funcionarios del Banco Hipotecario, en números gruesos y en una primera instancia, 


600 pasan a la Agencia Nacional de Vivienda y 300 quedan en la Institución. Imaginen los señores 
Senadores todos los traumas que trae este simple hecho, incluso dentro de los propios funcionarios 
que, con inseguridades y miedos al cambio, presentan un número importante de preocupaciones y 
dudas que obligan a las autoridades del Banco Hipotecario, de la Agencia Nacional de Vivienda y del 
propio Ministerio, a estar trabajando en estos temas. Se trata de dar las máximas seguridades para ir 
juntos en este proceso de reestructura tan complejo. En el transcurso de este mismo año vamos a 
poder apreciar los resultados ya concretados de estas reestructuras: veremos un Banco Hipotecario 
dando créditos y una Agencia Nacional de Vivienda gestionando las carteras problemáticas. En este 
sentido, se inicia un proceso de recuperación y solución a situaciones que datan, en algunos casos, de 
más de veinte años. 


Pasando ahora directamente a otras unidades vinculadas a la vivienda, pero en la órbita del 
Ministerio, no puedo dejar de hacer mención a la marcha del PIAI. Al respecto, podemos decir que en 
el año 2007 ha habido una ejecución récord en todo este proceso; estamos hablando de algo más de 
US$ 32:000.000. También repasaremos algunos números sobre todas las acciones que el PIAl ha 
realizado últimamente. Recordemos que este es un programa realmente integrado, que está acorde 
con los lineamientos básicos que al principio mencioné. Hay un componente de mejora de vivienda -e 
incluso, en algunos casos, de realojos, cuando la situación barrial así lo determina- y también -esto es 
lo que primero se caracteriza- de mejora del barrio, de infraestructura, de calles, de saneamiento y de 
iluminación. Además -y esto no es menor- hay una pata social, porque dentro del PIAl se construyen 
centros comunales, canchas deportivas, espacios para capacitación, etcétera; hemos tenido la 
oportunidad de ver directamente algunos de estos centros funcionando y podemos decir que es 
realmente una satisfacción. 


La ejecución del PIAI está finalizando -como los señores Senadores recordarán, se financia 
con un crédito del BID- pero, dado su éxito y el acuerdo que tenemos, como decía recién, con respecto 
a sus lineamientos, se está completando la tramitación -que, por supuesto, ha demandado un 
importante período de trabajo y de intercambio de información con el BID- de lo que sería una segunda 
etapa del Programa, con un monto total de US$ 300:000.000, a realizarse en tres etapas. Por su parte, 
el Ministerio ha adelantado la ejecución de la primera etapa, con un monto aproximado a los 
US$ 15:000.000. Esto quiere decir que estamos iniciando un nuevo préstamo, pero la contrapartida 
local ha tenido un importante desembolso, porque este programa no para y tiene un trabajo 
permanente, inclusive junto con las Intendencias, que son coejecutoras en los programas locales. 


Además, está todo lo concerniente a MEVIR, que es un programa que todos ustedes conocen, 
tiene varias décadas y, realmente, ha sido un éxito. MEVIR -ahora lo repasaremos en cifras- tiene una 
ejecución realmente asombrosa en cuanto a la cantidad de viviendas que viene construyendo y a las 
unidades productivas. Esta es una solución muy novedosa, porque con pocos recursos, en varias 
casas del ámbito rural se logran pequeñas mejoras solicitadas por los propios vecinos como, por 
ejemplo, un tanque de agua, un arreglo en el galpón para poder trabajar o la construcción de otro 
dormitorio. Entonces, con un pequeño monto y en forma rápida, se logra una solución para una familia, 
no solo en lo habitacional, sino también en cuanto a su trabajo. 


Se han realizado programas realmente interesantes en la órbita del PIAl, como el 
PRODENOR, con financiamiento de la Comunidad Europea. Este programa ha tenido un buen éxito y 
ha sido presentado como ejemplo en Bruselas. 


La evolución por todos estos conceptos del gasto en viviendas en el 2007 representa, en 
pesos corrientes, la máxima inversión que se haya visto en los últimos diez años, superando la del año 
2001. Estamos hablando de más de $ 2.000:000.000, inclusive con un porcentaje de ejecución -como 
veremos más adelante- de más del 90% con respecto al presupuesto previsto para el Ministerio. 


Antes de pasar a otro tema, quisiera mencionar algunos números generales sobre los que, 
por supuesto, después podemos hilar más fino y discriminar con mayor detalle. Hasta la fecha 
podemos hablar de más de 30.000 soluciones habitacionales. Concretamente, nos referimos a la 
construcción, en este período, de unas casi 7.500 viviendas, incluyendo los realojos del PIAl y las 
viviendas de MEVIR. Hemos tenido más de 9.000 préstamos para refacciones y ampliación de 
viviendas. Por otra parte, más de 3.000 familias han regularizado sus situaciones, incluso las 


dominiales, con la entrega de títulos. También se produjeron rescisiones de contratos por abandonos 
de viviendas y adjudicación de viviendas vacías. Á su vez, con unas 2.500 familias se logró una 
reestructuración de las deudas, y este ha sido también un importante logro. Y se han expedido 240 
certificados de garantía que, como ya expresé, deben tener un importante incremento, tal como está 
previsto en el presupuesto para este año y el próximo. Asimismo, en este momento tenemos casi 5.000 
viviendas en construcción, con distintos avances, y unas 2.400 viviendas en trámite de adjudicación. 
Todo esto determina, grosso modo -luego podemos ahondar en las cifras- que haya unas 30.000 
soluciones habitacionales de distinto tipo. 


Pasaríamos a detallar las actividades del área de la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial, en donde lo que más resalta, hoy por hoy, y luego de una ardua labor iniciada por esta 
Dirección, es que tengamos una Ley de Ordenamiento Territorial. Cuando hace 18 años se creó este 
Ministerio, se basó en una concepción que comparto plenamente y que, a pesar de que quizás muchos 
ciudadanos no entiendan -es decir, por qué se reunió en el nombre de un mismo Ministerio los 
conceptos de vivienda, ordenamiento territorial y medio ambiente- hay muchos ejemplos en otros 
países del mundo  -en América del Sur tenemos como ejemplo a Colombia- que han adoptado el 
mismo criterio. Poca gente sabe qué es el ordenamiento territorial y se pregunta qué es lo que hace 
esta Dirección, pues su actividad no es muy visible para el diario vivir de los ciudadanos. Sin embargo, 
para nosotros -más aún teniendo hoy esta ley- es como tener la tela sobre la cual podemos pintar las 
políticas de vivienda y de ordenamiento territorial, trabajando especialmente en conjunto. Digo esto 
porque a lo que llevan el ordenamiento territorial y esta ley es a la planificación sobre el territorio, 
criterio que si lo hubiéramos tenido hace décadas, nos habríamos ahorrado muchos dolores de cabeza 
presentes. 


La existencia de un Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en 
estos 18 años, sin disponer de una ley de ordenamiento territorial, fue un malabarismo y provocó que 
sus Direcciones trabajaran en forma aislada. Hoy por hoy tenemos integrado el sistema y resulta de 
gran utilidad. Se está trabajando en la reglamentación de esta ley que es obviamente compleja, dado 
todo lo que abarca. Hay que recordar también su criterio fuertemente descentralizador, según el cual 
son las Intendencias las que definen básicamente sus planes territoriales. 


Paralelamente a esto, la DINOT ha trabajado con las diversas Intendencias -en el mismo 
sentido que luego la ley estableció- y ha observado distintas fortalezas institucionales en el tema. 
Sabemos que hay algunas Intendencias que han encarado esto con mucha fuerza -no voy a poner 
ejemplos, sobre todo por las que no lo han hecho- pero de todas maneras, siempre hay una insistencia, 
e incluso recursos que ha aportado el propio Ministerio a través de esta Dirección, para fortalecer 
institucionalmente a las Intendencias en estos aspectos. Ya hay varios ejemplos de calificaciones 
zonales, regionales y hasta algunos que en la zona incluyen varias Intendencias. El mejor ejemplo de 
ello es el trabajo que se está llevando a cabo en el área metropolitana. Tengamos presente que el 
ordenamiento territorial en esta área es fundamental porque es allí donde, desde el punto de vista 
territorial, se manifiestan los problemas más graves a nivel de todo el territorio nacional. Es lógico que 
así sea y constituye un fenómeno que no escapa a la realidad mundial. 


En este sentido, se está trabajando muy bien y ya hemos tenido importantes reuniones de 
coordinación -con la conformación de una Comisión específica en este tema- con las Intendencias de 
Montevideo, San José y Canelones, con un fuerte aporte de entusiasmo por parte de los propios 
Intendentes en la tarea. 


Otro aspecto que quizás sea del caso recordar es el trabajo que se está haciendo en el marco 
del Programa ECOPLATA, en lo que tiene que ver con el ordenamiento territorial del espacio costero. 
Es nuestra aspiración que se elabore una ley sobre regulación del espacio costero, que tiene sus 
problemas bien particulares y que deben ser atendidos no solo por lo que significa dicho espacio desde 
el punto de vista del uso turístico y sus características geográficas, sino también teniendo en cuenta a 
los propios pobladores de la zona, muchos de los cuales viven de los recursos que allí existen. 


A continuación, voy a delinear las actividades que se han venido realizando en la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente en estos últimos años, en los que -¡por suerte!- cada vez tenemos más 
protagonismo en la cuestión ambiental. Es muy bueno que en Uruguay lo estemos tomando así, 


cuando hay otros países del mundo desarrollado, sobre todo de Europa, en los que está en primer 
lugar en la agenda. 


Respecto de las autorizaciones ambientales de cada uno de los emprendimientos de distintas 
características -industriales, turísticos y familiares- que merecen una solicitud de autorización 
ambiental, debo señalar que es uno de los aspectos que da una importante visibilidad a la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Por suerte -porque es un buen indicador, teniendo en cuenta la situación 
del país- se está presentando un número muy importante de solicitudes de autorizaciones ambientales 
y, muchas veces, con el correspondiente estudio de impacto ambiental asociado. Hay, entonces, un 
incremento en las solicitudes y, por ende, una demanda mayor de los técnicos de la DINAMA, porque 
se trata de una tarea que implica disciplinas muy diversas, ya que en un estudio de impacto ambiental 
hay varias materias a analizar. Ello genera una dificultad de gestión en el sentido de que debemos 
contar con los recursos necesarios para atender estas solicitudes y, obviamente, lo más rápidamente 
posible. Los inversores pretenden que sus proyectos sean aprobados, y cuanto antes. Esto genera una 
fuerte presión sobre esta Oficina, donde se trabaja denodadamente, por cuanto es importante que se 
implemente no sólo una mejora de gestión, sino un refuerzo de personal capacitado; estos son temas 
en los que venimos trabajando. 


La DINAMA tiene en su órbita, obviamente, otras labores muy importantes, como el control y 
la inspección de las distintas industrias, particularmente en la calidad de sus efluentes, de los cursos de 
agua y de la atmósfera. En ese sentido, hemos realizado importantes intervenciones e identificado 
claramente cuáles son las empresas que potencialmente tienen mayor riesgo de contaminación, como 
FANAPEL, PAMER, ISUSA, y las curtiembres en general, que obviamente tienen un trato muy cercano 
por parte de DINAMA en todo su accionar. La parte de monitoreo de calidad ambiental, tanto del propio 
efluente de las industrias como de las características o la calidad ambiental del aire o del agua en 
términos generales, es otro de los aspectos fundamentales que trata esta Dirección Nacional de Medio 
Ambiente. 


Por otra parte, contamos con interesantes programas en temas específicos financiados por el 
Fondo Mundial para el Medio Ambiente -el GEF- el Programa de Naciones Unidas para la protección 
del Medio Ambiente -el PNUMA- y del JIICA, que es un organismo japonés que estudia la calidad del 
agua en toda la cuenca del Río Santa Lucía. Son programas que además capacitan y dotan de mejores 
conocimientos a nuestros técnicos, por lo que son temas que realmente priorizamos. En este caso, 
quizás debamos poner el ejemplo del Plan de Inspección y Monitoreo que se está realizando a la 
empresa Botnia, donde no solamente estamos obteniendo los resultados esperados en la calidad de 
los efluentes de ese emprendimiento, ya que están por debajo de los parámetros que se pusieron 
como límites establecidos -incluso, en forma muy exigente- sino que son mejores que los de 
otras empresas de la misma firma, y similares, de última generación en el resto del mundo; es más, 
prácticamente en algunos parámetros se están obteniendo valores inigualables. Quiero resaltar todo el 
Plan de Monitoreo establecido por la DINAMA, porque realmente es de una exigencia muy importante 
que ha hecho que Uruguay se haya autoimpuesto una responsabilidad sin antecedentes; se trata de un 
Plan que no sólo contempla una cantidad de puntos de monitoreo con frecuencia diaria, cuyos 
resultados se agregan a la red, siendo de público conocimiento, sino que también llega a tener una 
Comisión de seguimiento local. De esta manera, se brindan los resultados a los propios pobladores de 
Fray Bentos, así como la confianza sobre lo que se está haciendo. DINAMA tiene, además, un 
laboratorio que obviamente realiza una cantidad de análisis sobre aguas, tipos de suelos, etcétera, 
para corroborar los resultados, realizando importantes tareas. 


A su vez, se ha aumentado en forma muy importante la capacidad analítica; se han adquirido 
nuevos equipos y, además, se está trabajando en una red de laboratorios nacionales para, justamente, 
no duplicar las tareas y conocer perfectamente cuál es la capacidad nacional a ese nivel, buscando 
optimizar los recursos. 


En particular, quiero decir que este laboratorio tiene una importante línea de capacitación. 
Casualmente, ayer estuve de visita por ahí y constaté que estaban capacitando al personal para el 
laboratorio que recientemente se ha incorporado en la ciudad de Fray Bentos; en este sentido, pues, 
tenemos personal de OSE que está siendo capacitado en el laboratorio de la DINAMA. 


Asimismo, estamos llevando a cabo importantes acciones relacionadas con la ley de envases 
y con la planta de disposición final de residuos industriales. Aclaro que estos temas los estoy 
abordando en forma conjunta porque en ambos se está trabajando con la Cámara de Industrias y 
también, en uno de los casos, con la Intendencia Municipal de Montevideo. Estamos muy cerca de 
firmar un convenio para la instalación de una planta de residuos industriales, que es una carencia 
fundamental que tiene el país desde hace mucho tiempo y que no nos la podemos permitir. Puedo 
decir que la Cámara de Industrias está muy entusiasmada con el emprendimiento y ella misma estaría 
exigiendo a sus propios socios la utilización de esta planta de residuos industriales. 


Con respecto al tema de las áreas protegidas puedo decir, teniendo en cuenta los programas 
que se están desarrollando en la órbita de la DINAMA, que el SNAP -Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas- es una de sus joyas. En este tema estamos muy atrasados a nivel internacional e, 
incluso, regional. Hay países latinoamericanos donde el tema de las áreas protegidas es realmente 
muy vasto, contándose con miles de hectáreas incorporadas a esa categoría, mientras que aquí, en 
Uruguay, al día de hoy no tenemos ninguna área protegida determinada como tal. 


Este es un tema fundamental para todo lo relacionado con la protección de la biodiversidad e, 
incluso, para el uso o la explotación turística de estas áreas protegidas. A este respecto, podría citar 
ejemplos -que seguramente varios de ustedes ya conocen- de áreas que próximamente van a estar 
incorporadas a este Sistema. Esperemos que en el correr del año, por primera vez en el Uruguay 
existan áreas protegidas, como es el ejemplo del Valle del Lunarejo, de la Quebrada de los Cuervos, 
del Cabo Polonio y del Estero de Farrapos en el litoral que, seguramente, serán las primeras zonas que 
estarán en la lista. Como dije, aspiramos a que en el transcurso de este año y del que viene podamos 
llegar, quizás, a incorporar ocho o diez áreas protegidas. 


Con respecto a las áreas que nombré, nos encontramos en la etapa final del relevamiento 
topográfico y nuestros agrimensores están delimitando claramente estas zonas. Se están 
conformando, a su vez, las comisiones asesoras específicas en el tema para trabajar con la comunidad 
en todo lo que tenga que ver con los usos permitidos y las restricciones en estas áreas. 


Como los señores Senadores saben, recientemente DINAMA, junto con otros Ministerios, 
participó de todo lo relativo a la nueva elaboración de normas de bioseguridad en lo que tiene que ver 
con transgénicos. Había una moratoria -que, casualmente, vence mañana- sobre incorporación de 
nuevos eventos transgénicos en el Uruguay; se ha establecido un nuevo reglamento -incluso, luego se 
va a incorporar una ley en ese sentido- donde se trata el tema en una forma muy seria y caso a caso. 
Una comisión científica define en cada caso los lineamientos según el tipo de transgénico que 
corresponda, incluso, con una manera muy moderna de trabajar el tema del etiquetado en forma 
voluntaria, que es el modelo que existe en Canadá. 


Frente a todos estos emprendimientos y desafíos que ha encarado la DINAMA, insisto en que 
tenemos el tema de la falta de recursos humanos. Sobre esto venimos trabajando en varias líneas y, en 
particular, cuando entremos en el detalle del articulado propuesto en la Rendición de Cuentas, nos 
vamos a referir a un artículo que es específico en este sentido y que apunta a aumentar la capacidad 
inspectiva con personal especializado. 


Con respecto a la mejora de la gestión, podemos decir que hay un proyecto, que 
recientemente se ha iniciado, dirigido a la mejora de la gestión en todas las órbitas de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, que cuenta con un financiamiento del BID. Estamos hablando de unos 
US$ 7:000.000 que, básicamente, se dedican a consultores especializados, con el objetivo de redefinir 
una cantidad de procedimientos e, incluso, de establecer lo que es un imperativo para nuestro país; me 
refiero a un sistema nacional de medio ambiente, donde participe no sólo la DINAMA -por más que lo 
debe liderar- sino también varios organismos del Estado. Hay que tener en cuenta que la protección del 
medio ambiente no puede ser tarea de veinte o treinta funcionarios, sino de todos. 


Por último, voy a hacer un repaso de la agenda de la DINAMA a nivel internacional. Hemos 
firmado varios convenios relativos a bioseguridad, biodiversidad y áreas protegidas -que cuentan con 
financiamiento francés y español- cambio climático -tema importante y trascendente al que no somos 
ajenos, incluso, hay una Comisión que ha trabajado muy bien y ha sido premiada por su informe- y 


agentes químicos persistentes, donde somos un foco de referencia y, junto con el LATU, conformamos 
el laboratorio sudamericano de capacitación. 


Ahora me voy a referir a la novel Dirección de Agua y Saneamiento -creada en función de 
la aprobación del artículo 47 de la Constitución de la República, según reforma constitucional votada en 
el 2004- que trabaja fundamentalmente en la elaboración de proyectos de ley e incluso muy 
activamente cuando lo hace con la COASA, que cuenta con la participación de varios sectores de la 
sociedad vinculados al tema del agua y del saneamiento. Es así que ustedes, como integrantes del 
Parlamento, van a estar recibiendo próximamente un proyecto de ley cuyo objetivo es implementar e 
instrumentar todos los aspectos vinculados a la reforma constitucional sobre el agua, así como otros 
aspectos en los que también se ha participado junto a OSE, relacionados con la obligatoriedad de la 
conexión al saneamiento, tema fundamental para hacer viables las importantes y necesarias 
inversiones que se están realizando. Sin embargo, de nada sirve si después los ciudadanos no se 
conectan a la red, problemática que por diversos motivos hay que atender y que está contemplada por 
la ley. En ese sentido, oportunamente estaremos con los señores Senadores para argumentar los 
motivos que allí están expresados. 


La DINASA es una dirección en la que, finalmente, en el sector agua y saneamiento se ha 
generado algo muy esperado desde hace 20 años, aspecto que en lo institucional representaba para 
nuestro país una carencia a nivel internacional. Hoy tenemos la DINASA que define políticas, la 
URSEA como regulador -repito que no existía hace 20 años- y OSE, cuyo papel concreto es ser la 
empresa de agua, ejecutora de los proyectos y prestadora de servicios. Hace 20 años OSE reunía 
estas condiciones, lo que no es adecuado en el marco constitucional. 


En cuanto a la definición de políticas, DINASA viene trabajando en temas realmente 
trascendentes, como por ejemplo, políticas para definir cuándo se hace una red de saneamiento o 
cuándo hay otras soluciones alternativas de saneamiento según las características de cada lugar, 
pueblo, tipo de suelo, densidad de población, etcétera, temática que personalmente me apasiona y de 
la que podría hablar largamente. 


DINASA no solo trabaja en el tema del agua potable y saneamiento, sino sobre lo que es el 
uso genérico de los recursos de agua, los acuíferos -particularmente, el Acuífero Guaraní- 
recursos hídricos en general, y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre los recursos 
hídricos para riego, etcétera. Estos son temas que definen las políticas a seguir. También tiene un plan 
de capacitación interesante, como lo fue la capacitación a las Intendencias, en todo el manejo de 
drenaje pluvial. A veces se piensa que OSE es responsable del drenaje pluvial, pero no es así; es más, 
muchas veces este tema demanda a las municipalidades obras muy costosas, con grandes dificultades 
y sin técnicos capacitados. Diría que a nivel nacional al tema del drenaje pluvial recién ahora en la 
Facultad de Ingeniería se le está dando mayor trascendencia. Por lo tanto, debido a la importancia 
que tiene este tema para cada uno de los departamentos, la DINASA está haciendo una fuerte 
capacitación. Dentro de los trabajos de DINASA, obviamente hay algunos que están vinculados con las 
actividades que lleva adelante la OSE, que en el año 2007 tuvo un nuevo récord en su superávit, de 
US$ 50:000.000, con un aumento de ingresos y una disminución de egresos. Como los señores 
Senadores saben, este superávit se vuelca directamente a la realización de las inversiones necesarias 
y hay que tener en cuenta que el plan de inversiones supera los US$ 350:000.000. Por ejemplo, el año 
pasado se adjudicó la obra para la construcción de la sexta línea, que garantiza el suministro de agua 
potable a Montevideo de aquí al año 2035, aun en las peores condiciones de sequía y calor. Además, a 
través de OSE se va a solucionar un problema importantísimo que la administración de URAGUA no 
resolvió en Maldonado, a pesar de las obligaciones que tenía en ese sentido. Si no recuerdo mal, el 
mes que viene ya se abren las ofertas para realizar las obras necesarias para la disposición final de 
efluentes en la ciudad de Maldonado. Por su parte, el saneamiento en la Ciudad de la Costa requiere 
una inversión que, si la miramos por sí misma, seguramente sea la más onerosa, ya que supera los 

US$ 200:000.000. En realidad, este monto no sólo refiere a la obra de saneamiento sino 
también a la de vialidad y drenaje pluvial, que técnicamente hay que realizar en forma conjunta y que, 
por lo tanto, requiere una fuerte participación de la Intendencia Municipal de Canelones. También hay 
importantes inversiones a nivel de plantas de tratamiento en las principales capitales del país. 
Debemos tener en cuenta que a pesar de que estas plantas de tratamiento representan inversiones 
muy importantes desde el punto de vista del medio ambiente y de la preservación de cursos de agua, 
no generan mayores recursos para el organismo porque no aumenta el número de clientes conectados 


al servicio de agua potable ni se produce una factura adicional como la que hay por saneamiento 
cuando se realizan inversiones directamente en las redes de saneamiento. 


Asimismo, existen proyectos sobre mejora de gestión y sobre reducción de agua no 
potabilizada que permitirán cambiar los indicadores adversos de eficiencia del organismo, que datan de 
muchos años atrás. 


Todo esto se da en el marco de una tarifa de agua que en estos últimos años descendió más 
de un 5% en términos reales y con la incorporación, incluso, de una tarifa social para los hogares más 
necesitados, con un costo un poco superior a los $ 50 por mes con un consumo limitado de 15 metros 
cúbicos, cantidad que es ampliamente suficiente pero que ayuda a controlar el uso debido y racional 
del agua. 


Para finalizar, quiero referirme a dos aspectos que tienen que ver con la gestión interna del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Se ha trabajado en la reestructura del Estado y actualmente esta Cartera es la que más ha 
avanzado en ese tema; incluso, más adelante nos vamos a referir a algunos artículos que se 
incorporan en esta Rendición de Cuentas a ese respecto. Concretamente, se ha realizado una 
reestructura global en todas sus unidades, de acuerdo con los lineamientos en los que viene 
trabajando la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Además, hay una mejora de gestión propia en 
los procedimientos del Ministerio como, por ejemplo, la que refiere a la capacitación que se está 
haciendo actualmente para mejorar la atención al público, especialmente ante el lanzamiento de todos 
los programas a los que me referí al comienzo de mi exposición. 


Por otra parte, cabe destacar que en el año 2007 se ejecutó más del 90% -luego vamos a 
analizar las cifras- de la previsión presupuestal. 


Ahora, si el señor Presidente de la Comisión me lo permite, cedería el uso de la palabra a los 
distintos integrantes de la delegación para que hablen en detalle de la justificación de los distintos 
artículos incorporados en la Rendición de Cuentas. Resalto, a modo conceptual, aquellos artículos 
vinculados con la reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de 
Vivienda, instrumentos legales necesarios para la gestión de esta problemática Cartera. También 
quiero destacar la incorporación dentro del Plan MEVIR de las unidades productivas de la zona rural 
de Montevideo, la creación de la cartera de tierras dentro de la Dirección Nacional de Vivienda y, como 
señalamos antes, los recursos para reforzar el cuerpo inspectivo de la DINAMA, es decir, de esa 
policía ambiental que debemos tener. 


Esos son, a modo de titulares, algunos de los aspectos que figuran en los artículos, pero lo 
razonable sería entrar en el detalle de cada uno de ellos. 


SEÑOR PENADÉS.- Hemos escuchado una extensa exposición del señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sobre la que queremos realizar algunas preguntas. 


Con relación al estado de ejecución presupuestal, de acuerdo con el planillado remitido por el 
Poder Ejecutivo, en los fondos de libre disponibilidad correspondientes a Inversiones figura que el 
Ministerio no ha ejecutado el 47,3% de esas partidas. Aquí se habla de economía, pero para nosotros, 
en realidad, no se trata de eso sino de falta de ejecución. Queremos que el señor Ministro nos diga a 
qué se debe ese gran porcentaje de no ejecución o esa gran economía en los fondos de libre 
disponibilidad. 


En segundo término, nos gustaría que el señor Ministro nos detallara cómo se divide el 
presupuesto del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, determinando qué 
sucede en cada Dirección. O sea, queremos saber cuánto llevan la Dirección General de Secretaría, 
las Direcciones Nacionales de todos los rubros, los Gastos de Funcionamiento y los Gastos de 
Inversión. 


Por otro lado, como se trata de la última Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, quisiéramos saber cuántos funcionarios han ingresado al Ministerio desde el 1? de marzo 
de 2005 hasta la fecha y en calidad de qué. A su vez, nos gustaría conocer también el proceso de 
regularización que ha llevado adelante el Ministerio con las disposiciones presupuestales 
correspondientes; o sea, cuántos se han regularizado y en qué términos, es decir, si lo han hecho 
como becarios, pasantes u otra forma. 


El señor Ministro dio un informe sobre la Dirección Nacional de Vivienda, del cual queremos 
hacer un repaso. Dijo que en el quinquenio habrá 30.000 nuevas soluciones habitacionales, pero nos 
gustaría que efectuara un desglose. También quisiera conocer el número de viviendas que se han 
construido en el actual período de Gobierno por parte del Ministerio y, si se pudiera desglosar, cuántas 
se han realizado por el mecanismo del SIAV, cuántas por MEVIR, etcétera. A su vez, nos gustaría que 
también se nos hiciera un desglose por departamento, es decir, cuántas han sido construidas en 
Montevideo y cuántas en el interior del país. En caso de no poder hacerlo ahora, agradeceríamos al 
señor Ministro nos hiciera llegar la información. 


Asimismo, nos gustaría saber cuántas viviendas se encuentran en construcción actualmente. 
El señor Ministro manejó una cifra de 5.000 en construcción y de 2.400 en adjudicación. Quisiéramos 
saber a qué se refiere la expresión “viviendas en adjudicación” y si esas 2.400 están o no dentro de las 
5.000 que se están construyendo. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, quisiéramos saber cuántos 
funcionarios técnicos prestan funciones allí al día de hoy cumpliendo tareas de inspección o de 
evaluación de solicitudes de autorización de empresas y de medición del impacto ambiental que éstas 
pudieran estar ocasionando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia advierte a los señores integrantes de la Comisión y a los 
invitados que tenemos que finalizar con el tratamiento del tema a las 11 y 30, ya que para esa hora ha 
sido convocado el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


En lo personal, quisiera formular dos o tres preguntas porque considero que las respuestas 
pueden aportar datos al conocimiento general. Hace un tiempo estuve preocupado por el monto 
recaudado por el Fondo Nacional de Vivienda, sin conocer que la ley había cambiado y que se había 
dispuesto que de conformidad con lo recaudado en los años 2005 ó 2006, se establecían algunos 
mecanismos de adaptación o de ajuste, de acuerdo con algunos parámetros, entre los cuales no 
recuerdo bien si se manejaba el costo de vida o la inflación. Me parece que es importante que esta 
Comisión pueda saber cuál es el monto que se percibe por medio de este mecanismo, dado que se 
genera con los aportes de la gente y con el objetivo de construir viviendas. Todos los ciudadanos 
hacemos ese aporte y sistemáticamente se nos descuenta una suma con esa finalidad, por lo que es 
bueno que se sepa públicamente cuánto se recauda por esa vía. Obviamente, también deseo saber 
cuánto se ha ejecutado -porque no solamente importan las cifras de recaudación- y si las 
transferencias son efectuadas directamente desde el Ministerio de Economía y Finanzas al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o, por el contrario, existe algún otro 
mecanismo. En lo personal, creo que ese es el mecanismo correcto porque el órgano recaudador es el 
Ministerio de Economía y Finanzas. El Director Nacional de Vivienda me aclaró que el Banco de 
Previsión Social ya no cumple esa función y, por tanto, quien debería hacerlo es la Cartera que 
mencioné. 


Por otro lado, me gustaría saber cuál es el plan de ejecución de la ley de áreas protegidas, 
dado que tuve algo que ver con esa norma, porque durante cinco años, en el Gobierno anterior, estuve 
insistiendo para que se reglamentara. Si no recuerdo mal, esta ley fue sancionada el 14 de febrero de 
1999 -ya han transcurrido nueve años- y como tuve algo que ver con el tema, quisiera saber qué ha 
pasado con esa norma. 


Asu vez, quisiera saber qué se ha hecho en materia de reglamentación y aplicación de la ley 
relativa a envases no retornables. Fui el autor de este proyecto de ley y también tuve la oportunidad de 
negociar con la Cámara de Industrias para que se concretara. La verdad es que todavía sigo viendo los 
envases descartables flotando en las cañadas y en los arroyos, por lo que quizás esa iniciativa no ha 


dado mucho resultado. Pido disculpas por formular todas estas preguntas, pero creo que la información 
es importante para el análisis de nuestra gestión. 


SEÑOR DA ROSA.- Además de saludar a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, quisiera hacer dos preguntas. 


En primer lugar, me interesa saber cuál es la situación en relación a los préstamos para las 
cooperativas de vivienda por el régimen de ayuda mutua. En general, se ha demostrado a nivel 
nacional que este sistema ha sido muy exitoso, tanto por la modalidad que se utiliza como por la 
participación de la gente en la construcción de las viviendas, lo que resulta en un abaratamiento del 
costo como consecuencia de la participación de los beneficiarios, que son quienes aportan la mano de 
obra. En función de lo que vemos cuando recorremos el país, sabemos que ha habido un 
enlentecimiento o un retraso en lo que tiene que ver con los préstamos a las cooperativas de vivienda 
por ayuda mutua. Nos interesa saber qué se está haciendo con respecto a este tema y cuáles son las 
intenciones de la política que lleva adelante el Ministerio en la materia. 


En segundo término, deseo plantear una interrogante al señor Ministro referida 
especificamente a la temática de OSE y tiene que ver con el desarrollo de los programas de 
saneamiento y agua potable. Es sabido que en el interior del país esta materia es competencia 
específica de OSE, a diferencia de lo que ocurre en Montevideo, donde el tema del saneamiento 
corresponde a la Intendencia. En Administraciones anteriores se realizaron obras de saneamiento a 
través de sistemas de convenios entre la Intendencia, las comisiones de vecinos y la OSE. En 
realidad, cuando uno terminaba de analizar los números se encontraba con que la mayor parte, o casi 
un 70% del costo de la obra, era asumido por la Intendencia, que aportaba maquinaria y demás. 


Queremos saber si, de alguna manera, esa política se está revirtiendo. No nos referimos a 
esta Administración, sino a las anteriores en las esa era la realidad. Fui Intendente y ejecuté, en 
convenio con la OSE, muchas obras de saneamiento en el departamento. La realidad era la siguiente: 
después de que analizábamos los números y veíamos qué aportaba cada uno, comprobábamos que la 
Intendencia participaba con un porcentaje mucho más alto que el que le correspondía, incluso en 
contra de la ley, que claramente dice que el cometido del saneamiento corresponde a la OSE. Esas 
situaciones se van asumiendo casi por costumbre, pero llega un momento en el que hay que empezar 
a revertirlas y cambiarlas, sobre todo porque quien después va a percibir el servicio es la OSE y no la 
Intendencia, que no tiene una tasa de saneamiento para cobrar. 


En síntesis, me interesa saber si esa política está en revisión a la hora de celebrar los 
nuevos convenios de saneamiento que esta Administración está llevando adelante con las Intendencias 
del interior del país, donde le compete a la OSE la ejecución del saneamiento. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros tratamos de separar las preguntas según las distintas temáticas. Voy a 
hacer una brevísima referencia y a aprovechar para responder esta última pregunta vinculada a la 
OSE, para después ceder el uso de la palabra a los distintos Directores para que contesten las 
inquietudes según su área. 


Simplemente, quiero dar un dato general. Según el balance de ejecución presupuestal de la 
Contaduría General de la Nación sobre las inversiones 2007, la asignación presupuestal era de 
$ 2.439:430.903, de los cuales se ha obligado en $ 2.258:131.385, y las economías -coincido en que 
las economías no sirven para golpearse el pecho porque, muchas veces, son falta de ejecución- 
representan $ 181:299.518. Habría que hacer la cuenta -no la traje- pero creo que estamos hablando 
de una ejecución que ampliamente supera el 90% de la asignación presupuestal -lo cual entendemos 
satisfactorio- por lo que no sé de dónde surgen esas otras cifras. 


SEÑOR PENADÉS.- Las cifras se desprenden del cuadro 7, que es el siguiente al del consolidado de 
la Contaduría General de la Nación. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros hemos traído el resumen, incluso discriminado por unidad ejecutora. 
Podemos intercambiar información, porque es bueno saber de dónde surge un dato tan discrepante. 


Mientras tanto, aprovecho para responder al tema que planteaba el señor Senador Da Rosa 
respecto a los convenios tripartitos con OSE. Inclusive sé que, por ejemplo, en Tacuarembó fue donde 
más se avanzó en estos convenios y cabe agregar que son muy buenos porque muchas veces hacen 
viables soluciones o extensiones a saneamientos barriales que, de otra forma, serían muy difíciles de 
llevar a cabo. Actualmente los convenios dejan bien definidos los montos que cada una de las partes 
aporta y desde un principio quedan costeados, incluso con los técnicos de la Intendencia y de OSE. 
Igualmente se establece un control en el seguimiento de cada convenio a fin de que no existan 
desfases respecto de lo que inicialmente se previó. En ese sentido, insisto en que hay un buen control 
de la tarea. 


Si el señor Presidente lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra a la Directora General 
de Secretaría, doctora Alejandra Varela, para que mencione algunos aspectos presupuestales, la 
división del presupuesto por unidad y los aspectos relacionados con los funcionarios. 


Muchas gracias. 
SEÑORA VARELA.- Buenos días, señor Presidente, señoras y señores Senadores. 


Con respecto al Balance de Ejecución Presupuestal, hemos traído las cifras de lo asignado a 
cada unidad ejecutora y con esto responderíamos a una de las preguntas que realizó el señor Senador 
Penadés. 


Del total del presupuesto asignado, la Dirección General de Secretaría tenía una asignación 
presupuestal de $ 712:668.911; obligados, $ 710:446.605 y, economías, $ 2:222.306. A su vez, la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente tenía como asignación presupuestal $ 73:768.478, de los cuales 
$ 55:206.523 fueron obligados y $ 18:561.555 correspondieron a economías o no fueron ejecutados. 
Por su parte, la Dirección Nacional de Vivienda tenía una asignación presupuestal dentro del Inciso de 
$ 1.617:583.476, obligados, $ 1.465:249.328 y economías, $ 152:334.148. La Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial tenía una asignación presupuestal durante el año 2007 de $ 34:410.038; 
obligados, $ 26:228.929 y economías o no ejecutados, $ 8:181.109. Por último, la Dirección Nacional 
de Aguas y Saneamiento tenía una asignación presupuestal de $ 1.000.000; obligado, $ 1:000.000 y 
economías, cero, o sea que ejecutó el 100%. 


Estos son datos del Sistema de Información Financiera obtenidos en el día de ayer en la 
Contaduría General de la Nación, y nosotros tenemos la discriminación de inversiones y de gastos de 
funcionamiento por rubro y por unidad ejecutora del Ministerio, y podemos dejar este material a la 
Presidencia de la Comisión. Se trata de lo asignado y lo gastado por cada unidad ejecutora en cuanto 
al funcionamiento y las inversiones correspondientes al año 2007. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que estos datos se incorporen a la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A solicitud del señor Senador Michelini, una vez remitido el material, se 
incorporará a la versión taquigráfica de esta sesión. 


(Cuadros de funcionamiento e inversiones:) 
SEÑORA VARELA.- El otro tema que me delegó el señor Ministro es el relativo a los funcionarios. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es pequeño en 
comparación con los otros Ministerios; tiene poco más de 400 funcionarios. Además, cuando asumió 
este Gobierno, en el año 2005, el 80% de los funcionarios eran irregulares, es decir, no estaban 
presupuestados ni tenían contrato vigente y realizado en forma; concretamente, unos 340 funcionarios 
se encontraban en esta situación. En la Ley de Presupuesto -Ley N* 17.930- se regularizó al 98% de 
los funcionarios, que pasaron a tener un contrato de función pública. Se trataba de funcionarios 
eventuales -que habían ingresado por un período y se quedaron en forma permanente- y de becarios y 
pasantes que en realidad no eran tales, porque no estaban viviendo primeras experiencias de nada, 


sino que tenían contratos que se fueron desnaturalizando con el tiempo, en una situación 
absolutamente irregular. Se instalaron las comisiones paritarias, se realizaron los contratos de función 
pública, fueron remitidos absolutamente todos a la Oficina Nacional del Servicio Civil y ya fueron 
enviados al Poder Ejecutivo los proyectos de decretos de regularización y adecuación presupuestal y 
escalafonaria que corresponden a cada funcionario, en virtud de su contrato original y de su 
antigúedad. Con mucho gusto remitiremos a la Cámara de Senadores dentro de dos días los datos 
precisos, así como los proyectos de decreto que se enviaron con las regularizaciones y los nombres de 
los funcionarios involucrados. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: estuvimos analizando la información que amablemente nos 
hizo llegar el señor Senador Penadés. 


El cuadro se refiere a la ejecución del Fondo de Libre Disponibilidad que, en el caso de 
nuestro Ministerio -no puedo hablar por otros- es totalmente insignificante en el porcentaje total de 
ejecución. En efecto, la asignación presupuestal del Inciso 14 "Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente" es de $ 2.439:000.000, y el Fondo de Libre Disponibilidad asignado al 
Ministerio en el año 2007 no llega a los $ 7:000.000, por lo cual la economía de $ 3:000.000 en este 
rubro, sobre un total de $ 181:000.000, es totalmente despreciable. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Antes de contestar concretamente las preguntas, me gustaría volver -porque 
ya me referí a estos aspectos en la consideración de una Rendición de Cuentas anterior- a algunos de 
los temas más importantes que tenemos en referencia a la problemática de la vivienda en el país. 


En esta materia, hoy por hoy tenemos dos tipos de crisis importantes: una de ellas está 
relacionada con el acceso de las familias a las viviendas, y la otra está vinculada a la permanencia de 
las familias en las viviendas ya otorgadas. Todos los indicadores -los censos, las encuestas de hogares 
que realiza el INE, etcétera- son confluentes a estas dos problemáticas. Los números demuestran que 
tenemos más viviendas que hogares; sin embargo, 50.000 familias viven en asentamientos irregulares. 
Cualquiera de estos números está indicando que la problemática esencial del país no es estrictamente 
la construcción de viviendas nuevas, sino que se trata de dar la posibilidad de acceder a un “stock” que 
ya existe. Y aclaro que esta no es una justificación para no construir, porque el país incorpora 10.000 
nuevas familias por año. 


En el tema del desarrollo de las políticas, nosotros nos hemos planteado dos grandes 
objetivos: mejorar las condiciones de acceso de las familias a las viviendas y mitigar el proceso de 
segmentación socioterritorial del país, que es un problema realmente grave y que es tan importante 
como permitir el acceso de las familias a las viviendas. Esto tiene mucho que ver con lo que hizo el 
Ministerio en relación con las políticas públicas de vivienda, que fueron absolutamente funcionales a 
esta segregación socio territorial, por aquello de cuánto vales, dónde vives. 


Si esos son los objetivos más importantes, nosotros tendríamos que ver cuáles son los 
problemas estructurales que vamos a tener, es decir, cuál es el financiamiento y cuáles son las 
capacidades que tiene el país para invertir en este tema. 


Cuando se habla de déficit cuantitativo de viviendas, se hace referencia a criterios 
normativos, ya que se suma la cantidad de hogares, se resta la cantidad de viviendas que hay -eso se 
empieza a estimar y se deprecia por la antigúedad del stock- y da un número que generalmente se 
maneja como indicador válido, pero que no lo es para nuestro país, ya que aquí hay más viviendas que 
hogares. Pero si uno sigue la hipótesis del déficit cuantitativo, por los cálculos realizados por la 
Universidad de la República, por organizaciones sociales, etcétera, puede establecer que existe un 
déficit de construcción de 70.000 viviendas. Por ejemplo, si ponemos un valor de US$ 30.000 a cada 
una -utilizando dicha moneda y el precio de una vivienda barata en el mercado actual- tendríamos que 
70.000 viviendas por ese valor, nos darían US$ 2.100:000.000, que representan cinco puntos 
del Producto Bruto Interno, que es lo que se está dando a la educación. En realidad, por ley, al 
Ministerio se le otorga el Fondo Nacional de Vivienda, que tiene fuentes de financiamiento ya 
establecidas por la normativa. En este quinquenio, el Ministerio va a tener créditos cercanos a los US$ 
400:000.000. Cualquier cálculo que hagamos, teniendo en cuenta estas cifras de US$ 2.100:000.000 y 


US$ 400:000.000, nos va a representar un problema y, obviamente, este déficit es de todo rango y de 
todo tipo de hogar. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se ocupa de cierto tipo 
de hogares, que son aquellos que en el mercado no tienen una posibilidad de acceder por sí solos a la 
vivienda. Pero en ese rango no podemos hablar de menos de US$ 1.500:000.000 que debería destinar 
el país, en distintos planes quinquenales, para paliar ese déficit. El problema que tenemos con esto es 
que el Fondo Nacional de Vivienda, como único prestador para familias que no tienen capacidad de 
acceso a un crédito en el mercado, es absolutamente insuficiente. Y esta es una rigidez y un problema 
que se nos plantea. ¿Qué quiere decir esto? Si la ley nos dice que los únicos recursos públicos que 
podemos destinar son los que la Ley de 1968 y las fuentes de financiamiento determinan, a través de 
la recaudación que tiene el Fondo Nacional de Vivienda, nosotros tenemos un problema sistémico y de 
modelo que por sí solo acumula déficit. No estamos hablando sólo de la falta de inversión de vivienda 
que se ha generado en los últimos 15 ó 20 años en el país, sino que el propio modelo ha generado 
esta situación. Uno de los objetivos más importantes que tiene esta Administración es cambiar el 
sistema y el modelo de cómo se generan incentivos y nuevas inversiones en vivienda. Esto implica, 
particularmente, la reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay, la generación de la Agencia 
Nacional de Vivienda y el nuevo papel que va a asumir el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en este nuevo sistema público de producción. Pero, sobre todo, implica 
que otros recursos se viertan al proceso de generación de financiamiento de la vivienda. De este modo, 
habría otras formas de acceso a la vivienda y serían solo financiadas por el Fondo Nacional de 
Vivienda. 


Desde el 2002 hemos vivido la desaparición del Banco Hipotecario, no solo en su función de 
prestador, sino también como constructor de un promedio anual de 4.000 viviendas. El inicio de obras 
de su última producción se remonta al 2001 y es el Plan Fénix, que es lo que ha terminado y el nuevo 
Directorio ha puesto a la venta hace poco tiempo. De la cantidad de viviendas desocupadas que 
existen en el país, las públicas libres no son más de 1.000 ó 1.200, por lo cual nosotros no podemos 
paliar los problemas que tiene la población por la propia producción pública y hacer acceder a la 
demanda planteada con 1.000 viviendas. 


Tenemos un problema de modelo y debemos generar un cambio fuerte, sobre todo en el 
tema de la vivienda, que siempre está relacionada con el crédito. Tiene que haber más crédito en plaza 
para poder atender la demanda de vivienda, y es preciso que el Ministerio subsidie a familias que 
puedan acceder a un crédito, ya sea público o privado. El sistema que se va a poder implantar en el 
mediano plazo es el de incorporar la lógica de una demanda subsidiada que accede a un crédito que 
puede ser del Fondo Nacional de Vivienda o de instituciones financieras públicas o privadas, es decir, 
del Banco Hipotecario, del Banco de la República o de instituciones financieras privadas. Esta es la 
única forma que podría generar una capacidad de recursos que atendiera la actual demanda. El 
sistema privado otorgó el año pasado, para sectores de más de US$ 1.500 de ingresos, no más de 
1.000 créditos; el Banco de la República está dando alrededor de cien créditos y tiene más de 
trescientos a estudio; y el Banco Hipotecario va a salir al mercado con 1.000 créditos más. Vemos que 
son 2.000 ó 3.000 créditos, que no tienen la capacidad de abatir el déficit y cubrir las necesidades del 
país. En consecuencia, debemos generar un sistema nuevo, que incorpore incentivos para que haya 
más crédito en plaza y que el Ministerio subsidie a sectores que puedan tomar un crédito que no 
provenga exclusivamente del Fondo Nacional de Vivienda. Mientras tanto, va a seguir pasando lo que 
ocurre ahora, que el único prestador y subsidiador es el Fondo Nacional de Vivienda, con sus US$ 
100:000.000 anuales de inversión. Esta es la realidad que vivimos. 


El objeto de esta introducción no es evitar decir cuánto se hizo o no, sino señalar 
simplemente este problema que todos tenemos sobre la mesa. El Uruguay tiene que plantarse de cara 
al próximo Plan Quinquenal y el siguiente, con el propósito de que el crédito hipotecario fluya hacia 
sectores medios y medios bajos, para que el Fondo Nacional de Vivienda pueda dedicarse realmente a 
los sectores más necesitados y que la producción pública logre focalizarse en los sectores de menores 
ingresos. Mientras esto no pase y queramos mitigar los procesos de segregación, el Fondo Nacional de 
Vivienda tendrá que atender no solamente a los sectores con más problemas para acceder a un 
mercado -que requieren mayor subsidio, y hasta subsidios totales, para acceder a una vivienda- sino 
también a los sectores medios y medios bajos de la población. Esta es la tarea en la que nos 
encontramos. 


A continuación, voy a contestar las preguntas que ha planteado el señor Senador Penadés 
para conocer la cantidad de viviendas que existen y otros detalles. Hago la aclaración de que cuando 
se habla de viviendas, se habla de muchas cosas. Cuando nos referimos a “soluciones habitacionales”, 
más allá de la pertinencia o no del término, se está hablando de viviendas nuevas construidas, de 
créditos otorgados -para refacción y mejoras- albergues, pensiones y una cantidad de políticas que 
atienden a familias. Luego se observa cuántas viviendas nuevas se construyeron, qué tipo de 
viviendas, cuántos préstamos se otorgaron, dónde, bajo qué programas, etcétera, para luego aportar 
los datos correspondientes por departamento o por tipo de programa, llegándose a los gráficos que 
hemos traído. 


El señor Ministro dijo -y voy tratar de abundar en ese tema- que en el período se entregaron 
alrededor de 7.400, de las cuales 5.300 son construcciones nuevas; más o menos 265 -esto es al año 
2007, porque ya alcanzamos las 389- corresponden a subsidios y préstamos otorgados para compra 
de vivienda usada, y hay aproximadamente 905 familias que están siendo atendidas por temas de 
emergencia habitacional: 860 en el Banco Hipotecario y cerca de 50 en pensiones y refugios que 
pertenecen al Ministerio. Además, tenemos cerca de 900 viviendas nuevas que corresponden a 
realojos del PIAl, y también hay que sumarlas. Cabe indicar que para hacer la regularización de un 
asentamiento, parte del mismo debe realojarse y deben construirse viviendas nuevas a esos efectos. 
Por otra parte, se han otorgado 9.000 préstamos para el tema de refacción de viviendas, constituyendo 
la mayoría microcréditos otorgados por CREDIMAT, que lleva más de diez años en el Ministerio. 
También tenemos una línea de crédito generada a partir de enero pasado en el Banco Hipotecario, que 
ha otorgado muy pocos préstamos, porque las familias siguen teniendo una enorme restricción para 
ser sujetos de crédito formal en un Banco, ya que allí se les exige ingresos formales, no estar en el 
Clearing y un análisis del riesgo de que esa familia pueda o no tomar ese crédito. Además, este tiene 
un valor de un 30%, que implica un costo de formalidad -que corresponde al pago a BPS, a los 
arquitectos, etcétera- y muchas veces, cuando la familia ve que no lo destina a las obras sino a otros 
rubros, elige construir por otros medios. En este momento eso se está corrigiendo y la línea de crédito 
va a subsidiar esa formalidad para que a las familias les llegue realmente el neto para construir. Se 
trata de una línea que va a ser relanzada a partir de setiembre de este año. 


En lo que tiene que ver con los préstamos de refacción, hay 650 créditos otorgados con las 
Intendencias departamentales, particularmente en Montevideo, y ahora también en Paysandú. Es una 
línea de fondos rotatorios que se destina a realizar pequeñas refacciones; son microcréditos -muy 
baratos- que no pasan de los US$ 3.000 o US$ 4.000 y que generalmente se utilizan para hacer un 
baño, una cocina o una azotea. Esto ha tenido bastante éxito en Montevideo, otorgándose préstamos a 
barrios como Palermo, Peñarol, Ciudad Vieja y Reus. 


Hay más de tres mil familias atendidas por lo que constituyó -los señores Senadores votaron 
este concepto en la Rendición de Cuentas y en el Plan Quinquenal-una línea para atender la 
permanencia de las familias. Así, este Parlamento destinó a la cartera social del Banco Hipotecario 
alrededor de $ 118:000.000 -unos US$ 4:500.000 anuales- para atender y reestructurar las deudas 
de las familias que, siendo deudoras de esa institución, no podían pagar la cuota y tenían problemas 
de colgamentos y otras dificultades que todos sabemos que se presentaban. 


De esta manera, como dije, se ha atendido a más de tres mil familias que se encontraban en 
esta situación con respecto al Banco Hipotecario, y este no es un tema menor. El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en particular, en esta Administración- ha tratado 
de atender la situación dominial de las familias y de concretarla; me refiero a la entrega efectiva de 
títulos a aquellas personas a las que otorgó vivienda y que cumplieron el pago de la parte de cuotas 
que les correspondía. Esto era el Programa SIAV, en virtud del cual los interesados pagaban dos U.R. 
durante cinco años. Entonces, el Ministerio estaba atrasado, por lo menos, tres o cuatro años en 
otorgar los títulos a quienes ya habían pagado lo que les correspondía. Esta tarea implicaba revisar la 
situación familia por familia, los pagos realizados, y concretar que terminaran con el título en su poder. 


Entonces, repito, más de tres mil familias en esta situación fueron atendidas por el Ministerio; 
a este respecto, se fijó una prioridad: regularizar esas situaciones y otorgar los títulos 
correspondientes, en un trámite al que llamamos regularización dominial. 


Por otro lado -siempre en el tema de las soluciones habitacionales- puedo decir que, en lo 
que tiene que ver con las garantías de alquileres, estamos en más de 600 certificados otorgados, de 
los cuales más de 350 están siendo adjudicados por una línea que tenía el PIAI, destinada a garantizar 
alquileres para sectores cuyo ingreso fuera menor de 30 U.R -lo que sería un monto menor a $ 9.000-; 
esto se unificó, dentro del Ministerio de Vivienda, en lo que se llama el Fondo de Garantía de 
Alquileres. Cabe aclarar que a este respecto nos manejamos con ANDA. A su vez, en cuanto a 300 
certificados más de garantía, destinados al sector de la población cuyo ingreso se ubica entre 30 y 100 
Unidades Reajustables, nosotros nos manejamos con la Contaduría General de la Nación. Quiere 
decir, entonces, que estamos en 620 certificados otorgados al día de hoy que han sido garantizados 
por este Ministerio. 


A esta altura podemos decir que tenemos 22.000 soluciones habitacionales -y familias 
beneficiadas- por estas políticas específicas. 


Por otra parte, tenemos las viviendas que, en este momento, están en construcción. Nuestro 
Ministerio tiene en construcción 4.780 viviendas, de las que la gran mayoría -un 40%- son viviendas 
cooperativas. 


¿Qué significa -preguntó el señor Senador Penadés- el concepto de viviendas en 
adjudicación? El señor Ministro se estaba refiriendo a unas 2.400 viviendas que estamos licitando y de 
las que se están adjudicando las licitaciones; algunas obras ya comenzaron y otras están en proceso 
de adjudicación. En el correr de este mes y del próximo, la gran mayoría de las obras que tienen que 
ver con las licitaciones de Montevideo, se van a empezar a construir y ustedes van a empezar a verlas. 
Estamos hablando de 1.800 viviendas para activos y de 600 para pasivos, en todo el país. Como dije, 
las licitaciones están realizadas y en proceso de adjudicación. 


Ahora bien, me voy a referir especificamente a un posible discernimiento en relación a 
cuántas viviendas hay construidas, cuántas en construcción y cuántas son soluciones habitacionales 
que, dicho sea de paso, no implican una vivienda construida pero, de alguna manera, atienden la 
problemática habitacional de una familia. A este respecto, y ante versiones que hablan de 50.000 
viviendas construidas en un período o en otro, quiero decir que estamos hablando de viviendas 
construidas con recursos públicos. Aquí no se incluyen las viviendas privadas, las construidas en Punta 
del Este, por ejemplo, o la que cada uno se pueda hacer. No se ha contabilizado la producción total de 
viviendas del país, sino que estamos hablando de recursos públicos destinados a la construcción de 
viviendas; nos referimos, entonces, a las soluciones que concreta el Ministerio y no a la cantidad de 
viviendas que se construyen en el país que, en este período, deben ser más de 50.000. 


Quiero abordar ahora el tema del sistema cooperativo, y luego terminaría con lo relativo al 
Fondo sobre el que consultó el señor Presidente. En dicho sistema incluimos a las viviendas 
construidas por ayuda mutua y por ahorro y préstamo, que son las dos líneas con las que trabaja el 
Ministerio. Hoy, el Ministerio tiene más de 2.000 viviendas entregadas a cooperativas -en su gran 
mayoría de ayuda mutua- y más de 60 conjuntos cooperativos en construcción que representan 
alrededor de 2.777 viviendas más. Aclaro que las cooperativas no se licitan, sino que esto está 
relacionado con aquellas que piden un préstamo. 


Para este año tenemos programado otorgar créditos para 500 viviendas más; para el año 
que viene, 300, y para el 2010, por lo menos 500. Es decir que entre las viviendas entregadas y en 
producción por el sistema cooperativo, vamos a estar entre las 5.000 ó 6.000 viviendas. Creemos que 
se trata de un número muy importante e, incluso, mayor que el alcanzado en las Administraciones 
anteriores con el sistema cooperativo. El 40% de los recursos del Fondo Nacional de Vivienda en los 
años 2006 y 2007 fue destinado al cooperativismo, tanto de ayuda mutua como de ahorro previo. La 
Universidad de la República en el año 2002 hizo lo que se llamó la propuesta del Plan Quinquenal de la 
Comisión Consultiva Social, que solicitaba una inversión para el cooperativismo de alrededor del 23% 
de los recursos del Fondo Nacional de Vivienda y nosotros estamos en el 40%. Pensamos que en el 
año 2009 el número va a bajar -los señores Senadores habrán observado que hablé de 300 viviendas 
de cooperativas nuevas- porque va a aumentar fuertemente la producción por licitación con empresas 
privadas. Se trata de todos los conjuntos que se están licitando y empezando a construir este año. 


Esta es la situación de las viviendas entregadas y en construcción por el cooperativismo. 
Evidentemente, con el cooperativismo tenemos el problema de regularizar la situación de pago y la 
reestructura de deudas. Hemos avanzado en este tema ya que hemos acordado y reestructurado las 
deudas de FECOVI, la Federación de Cooperativas de Vivienda de Ahorro y Préstamo, que accedió a 
los términos que el Ministerio planteó para regularizar sus deudas. Hay que aclarar que FECOVI nunca 
dejó de pagar ni hizo cesación de pagos. Más de 3.000 viviendas afiliadas a FECOVI aceptaron el 
acuerdo y la reestructura de deuda. También tenemos un acuerdo que está bastante avanzado con 
COVIPRO, que organiza a Cooperativas de Propietarios. Se trata de cooperativas financiadas por el 
Banco Hipotecario y en parte por el Fideicomiso | que el Ministerio de Economía y Finanzas le compró 
en el año 2002 al Banco Hipotecario, debido a la crisis que estaba atravesando. 


O sea que, en realidad, el problema que tenemos con FUCVAM es el de regularizar la 
situación de reestructura de deudas con la Federación de Cooperativas por Ayuda Mutua. Ese es el 
trabajo que seguimos intentando acordar; la reestructura de deuda implica un flujo de entrada al Fondo 
Nacional de Vivienda, de recuperación de los préstamos. 


Tal como señalé al comienzo de mi exposición, tenemos un problema con el Fondo Nacional 
de Vivienda y, en ese sentido, debemos manejar varios aspectos. Por un lado, está la recaudación del 
Fondo Nacional de Vivienda y su fuentes de financiamiento y, por otro, los créditos que otorga la 
Rendición de Cuentas, o el Plan Quinquenal, anualmente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con fuentes de financiamiento de ese Fondo. En años anteriores, siempre 
hubo recortes entre la recaudación y el crédito otorgado. Una forma muy fácil de generar el recorte es 
que la recaudación anual se consolide en marzo del año siguiente. Cuando lo que nosotros tenemos 
como crédito se actualiza en marzo del año siguiente, siempre es mucho mayor de lo que se ha 
otorgado. En ese sentido, constantemente ha habido una diferencia, a excepción del año 2007, cuando 
el Fondo Nacional de Vivienda -o mejor dicho, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente- gastó lo mismo o un poco más que lo recaudado. La recaudación del año 2007 fue de 
$ 2.100:000.000, mientras que el total de inversión por vivienda fue de $ 2.182:000.000. Quiero aclarar 
que, aunque se le dé a la Cartera todo el Fondo, la cantidad de viviendas que se pueden construir o las 
soluciones habitacionales que se pueden atender son menores que las que necesita el país, y ese es 
un problema estructural que tenemos. Es así que necesitamos buscar nuevos créditos destinados a las 
políticas de vivienda públicas -a través del Fondo Nacional de Vivienda- o que se profundice y amplíe 
el crédito hipotecario en el país. 


El Fondo cambia ciertas fuentes de financiamiento -que aprobaron los señores Senadores- 
a partir de la ley que crea el IRPF en julio de 2007. Cabe aclarar que la mayoría de las fuentes de 
financiamiento quedaron igual, pero al desaparecer el IRP hay algunas modificaciones que la 
economista Rodríguez, administradora del Fondo Nacional de Vivienda, va a explicar más adelante. 
En líneas generales, la nueva ley especifica que se va a tomar el promedio de la recaudación del 
Fondo Nacional de Vivienda de los últimos tres años y se va a actualizar por el Índice Medio de 
Salarios, es decir, por la UR. Quiere decir que esa es la situación que tenemos ahora. Además, hemos 
logrado que esa actualización del Fondo Nacional de Vivienda se realice en el año corriente y no en 
marzo del siguiente, que generaba una pérdida entre el crédito que debemos en el SIIF y la 
actualización que se realizaba en esa fecha, porque era dinero que no se podía gastar. Desde el año 
2006 el Fondo Nacional de Vivienda llegó al 94% de ejecución del crédito. Ahora bien, si se observa la 
ejecución de, por ejemplo, 2005 y 2006, podrán observar que la ejecución es mucho menor porque la 
actualización del Fondo se realizaba en marzo del siguiente año. En realidad, había una ejecución de 
más del 90%, pero cuando se actualizaba al año siguiente, se pasaba a una ejecución de alrededor del 
80%. Eso fue así hasta el año 2007, cuando logramos que el Ministerio de Economía y Finanzas lo 
actualizara en el propio año en forma cuatrimestral. De esa forma, nuestro crédito aumenta en el correr 
del año y, por lo tanto, tenemos una mayor disponibilidad. Fue así que ese año la ejecución fue del 
97%. 


En líneas generales, esa es la situación, pero me gustaría ceder el uso de la palabra a la 
economista Rodríguez para que nos ilustre más en profundidad acerca de la nueva situación del Fondo 
Nacional de Vivienda. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Siguiendo con la línea de lo expuesto por el arquitecto Altamirano, quiero 
decir que es importante que el Fondo Nacional de Vivienda siga existiendo, que era una preocupación, 


no sé si de esta Comisión, pero sí de mucha gente vinculada al sector de la vivienda. Efectivamente, la 
actualización del Fondo se realiza por el Índice Medio de Salarios y en los últimos años ha aumentado 
en torno a un 10%, que es el crecimiento de los salarios nominales. 


Otro factor importante a tener en cuenta es que, en realidad, se toma como base de la 
recaudación el promedio de los últimos tres años, y es de destacar que durante el 2006, y 
particularmente en el 2007, hubo un importante crecimiento de los salarios nominales. Quiere decir que 
estamos partiendo de un buen nivel. 


Por otro lado, quiero decir que existen otras fuentes. Una de ellas es el aporte patronal que el 
Estado sigue haciendo al Fondo Nacional de Vivienda y otra tiene que ver con la reestructuración del 
sistema, que es la recuperación de los créditos. Además, a partir de la Rendición de Cuentas del año 
pasado, la recuperación de los créditos del sistema cooperativo se vuelca a programas habitacionales 
para el propio sistema cooperativo. O sea que, de alguna manera, estamos reforzando la solidaridad 
de este sistema. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Quiero agregar que si observamos la evolución de la inversión en vivienda y 
tomamos como referencia el año 2004, el total aportado al Fondo Nacional de Vivienda -incluido el 
aporte local del PIAl- aumentó un 73%. Esta es una cifra importante que además es en términos 
reales, o sea, a precios constantes. 


SEÑOR MINISTRO.- A continuación, voy a pedir, si la Presidencia está de acuerdo, que haga uso de la 
palabra la titular de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, ingeniera Alicia Torres. 


Por otra parte, quiero aclarar que la información que nos ha sido solicitada en cuanto a la 
discriminación por departamento, va a quedar a disposición de los integrantes de la Comisión. 


SEÑORA TORRES.- Vamos a dar respuesta a tres de las preguntas que fueron formuladas en Sala. 


Con respecto al número de funcionarios técnicos con que cuenta la unidad ejecutora 04 del 
Ministerio, Dirección Nacional de Medio Ambiente, debo informar que en este momento hay ochenta 
funcionarios técnicos que realizan las siguientes tareas: inspecciones, toma de muestras, visitas a 
empresas, seguimiento de los registros que lleva la Dirección, análisis de estudios de impacto 
ambiental, preparación de informes para otorgar las autorizaciones ambientales previas, seguimiento 
del cumplimiento de las condiciones impuestas en las autorizaciones que otorga el Ministerio, control 
de equipos e instrumentos instalados en el país -con registro de datos que luego son analizados en la 
DINAMA- análisis de muestras de laboratorio y preparación de los planes de las áreas protegidas. 
Estas son todas las áreas técnicas previstas en el Ministerio. 


En esta Rendición de Cuentas estamos presentando la asignación de una partida de $ 
18:000.000 para financiar la creación de nuevos cargos presupuestados que amplíen las capacidades 
técnicas de la DINAMA, así como para posibilitar el otorgamiento de dos modalidades funcionales: la 
“dedicación exclusiva” y la modalidad “a la orden”. Nos parece que estas dos figuras van a permitir 
ampliar esas capacidades, en la medida que muchas de las tareas emergentes ante, por ejemplo, 
derrames o situaciones derivadas de algún problema ambiental, requieren la atención inmediata por 
parte de los funcionarios, muchas veces fuera de los horarios habituales de oficina. 


En virtud de ello, entendemos que ese refuerzo presupuestal, en el marco de una reestructura 
que está desarrollando todo el Ministerio de sus unidades ejecutoras, potenciaría esas capacidades 
para el cumplimiento del mandato legal que tiene esta Dirección Nacional. 


Con relación a la segunda pregunta formulada por el señor Presidente relativa al avance del 
plan de ejecución del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, quiero recordar que el decreto que 
reglamenta la ley que crea este Sistema fue aprobado en febrero de 2005, por lo que inmediatamente 
después de asumida esta Administración nos dedicamos a las tareas que implicaban su puesta en 
marcha. 


Por un lado, se identificaron las áreas de interés que, por sus valores de biodiversidad, 
paisajísticos o patrimoniales y arqueológicos, podían ser candidatas a integrar ese Sistema Nacional 
de Áreas Protegidas. Así fue que se identificaron siete áreas, que son las que se encuentran en este 
primer proceso de ingreso -muchas de las cuales ya fueron mencionadas por el señor Ministro- y que 
son el Valle del Lunarejo en Rivera, la Quebrada de los Cuervos en Treinta y Tres, los Esteros de 
Farrapo en Río Negro, el Cabo Polonio, la Laguna de Rocha y el Cabo Verde en el departamento de 
Rocha y Chamangá en el departamento de Flores. 


Un segundo paso en la instalación del sistema tiene que ver con la puesta en marcha de la 
Comisión Nacional de Áreas Protegidas, creada en el año 2005, que ya está funcionado y que recibe 
las propuestas que van presentando los diferentes agentes de la sociedad para la creación de nuevas 
áreas protegidas. Además, en paralelo, se trabajó en la formulación de un proyecto que fue presentado 
para su financiación ante el Fondo para el Medio Ambiente Mundial y que fue aprobado, otorgándose 
una partida de US$ 5:000.000, que permitirá apoyar la implementación de ese Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas con fondos de cooperación internacional. 


Luego, cada una de las áreas que se proponen se someten a un procedimiento que implica 
la redacción de las propuestas y la puesta de manifiesto, dado que tiene que haber un período en el 
que se reciban consultas o comentarios de parte de diferentes actores de la sociedad. Además, deben 
pasar por una audiencia pública, es decir, por un ámbito participativo en el que se comunica a la 
localidad o a los propietarios de la tierra de esas áreas, que van a ser integradas a un Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas. Casualmente en la tarde de hoy tenemos una audiencia pública 
vinculada al área de Chamangá, que tiene alto valor arqueológico por sus pinturas rupestres. Luego 
también viene la etapa del deslinde de padrones, puesto que hay que cumplir con ese procedimiento 
legal para poder ingresar esas áreas en los registros del patrimonio; posteriormente se hace el proceso 
de creación y preparación de los decretos para comenzar a ingresar cada una de esas áreas. 


Pensamos culminar todos los procesos de estas áreas que hemos mencionado en el correr de 
este año, integrando luego las Comisiones Asesoras Locales, que son el ámbito participativo que se 
crea a nivel local en cada una de ellas. También hay una amplia serie de áreas que son candidatas a 
ingresar en el Sistema y que deberán cumplir con todo este proceso. De este modo, podremos contar 
con un Sistema Nacional de Áreas Protegidas en funcionamiento, dotado de recursos humanos y de 
Comisiones Asesoras que permitan el cumplimiento del mandato de la ley de creación. 


Otra de las preguntas formuladas por el señor Presidente estaba vinculada a la 
reglamentación y aplicación de la Ley de Uso de Envases No Retornables -que, si no me equivoco, fue 
aprobada en el año 2004- que se hace a través del Decreto N* 260/07, de julio del año pasado. En esta 
disposición se detalla el tipo de productos y envases que estarán sujetos a esta nueva reglamentación. 
Existen varios tipos de recipientes pero, fundamentalmente, la normativa está dirigida a las botellas de 
refresco y de aceite o a los envases de cosméticos, entre otros. Se dispone la creación en la DINAMA 
de un registro obligatorio para las empresas productoras e importadoras de envases, lo que permite 
hacer un seguimiento del caudal que ingresa o está en el país y, por tanto, del residuo que se genera 
luego del consumo de los productos que contienen. También se establecen los planes de gestión para 
el sistema de devolución y de recolección que deberán implementar las empresas y, en ese sentido, se 
crean circuitos de recolección limpios, eficientes y seguros. En cuanto a esto, el decreto establece un 
criterio de gradualidad, tanto en la cobertura geográfica que abarcará el sistema como en el porcentaje 
de recuperación de envases no retornables. 


Otro gran criterio que para nosotros es importante destacar, es que en todo este proceso se 
tuvo en cuenta la inclusión social, dado que este tema de la recuperación de envases tiene un fuerte 
componente de actores sociales que trabajan y viven de este proceso y nosotros quisimos privilegiarlos 
para que fueran parte de la solución que se va a proponer. Se ha desarrollado una experiencia piloto 
en el departamento de Canelones que permitió, entre otras cosas, tomar datos, registrar cuántos 
envases es posible recuperar en el circuito limpio y dotar y apostar a la formación de cooperativas 
sociales donde los recuperadores de envases puedan tener un ámbito de trabajo adecuado. Esa 
propuesta piloto fue extendida a todo el departamento de Canelones. En este momento, como cada 
uno de esos planes de gestión tiene que ser acordado con los gobiernos departamentales, la Cámara 
de Industrias y el sector de recicladores, estamos tratando de diseñar y aprobar todo el sistema para el 
departamento de Montevideo. Reitero que la idea es la gradualidad, ir adquiriendo experiencia en cada 


departamento e ir avanzando hacia otro. Requerimos la voluntad de los gobiernos departamentales y 
por eso la estrategia es ir avanzando paso a paso para luego llegar a un sistema que funcione en todo 
el país. 


Respondí rápidamente -y sólo a modo de titulares- las preguntas formuladas, pero estoy 
dispuesta a ampliar con mayor detalle cualquier otro tema que los señores Senadores deseen plantear. 


SEÑOR MINISTRO.- Simplemente deseo señalar que, de acuerdo con las preguntas formuladas, este 
fue el desarrollo de las respuestas, pero estamos a disposición de los miembros de la Comisión para 
abordar cualquier inquietud adicional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comunico a la Comisión que habíamos convocado al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas para las 11 y 30 horas, y ya se encuentra en la antesala. No obstante, 
creo que rápidamente podemos ceder el uso de la palabra al señor Senador Couriel, quien la está 
solicitando en este momento. 


SEÑOR COURIEL.- Brevemente, voy a hacer una reflexión y a plantear algunas preocupaciones. 


Se planteó la necesidad de otorgar créditos. El crédito puede ser brindado por el Banco 
Hipotecario, el Banco de la República o las instituciones privadas correspondientes. Desde ese punto 
de vista, ojalá se puedan ampliar los niveles de créditos correspondientes. La preocupación es cómo 
se complementan, coordinan y compiten dos instituciones del Estado como el Banco de la República y 
el Banco Hipotecario donde, por supuesto, el primero de ellos tiene mucho más poder y fuerza que el 
segundo. Entre otras cosas, el Banco de la República tiene la posibilidad de otorgar crédito social a 
funcionarios públicos o a pasivos sobre la base de que puede hacer la retención del sueldo 
correspondiente, por lo que las instituciones del Estado siempre tuvieron algún tipo de ventaja en esta 
materia. Pero creo que el gran problema es el siguiente. En el día de ayer, en la Comisión se mantuvo 
un rico diálogo con los representantes del Ministerio de Desarrollo Social a propósito del tema de la 
fragmentación social y de la pobreza. De alguna manera, expresábamos con claridad que si no se tiene 
una estrategia de carácter global, es muy difícil trabajar. Una estrategia de carácter global debe incluir 
lo económico y lo social. La fragmentación, la pobreza y la indigencia no se resuelven si no se 
soluciona el tema del empleo. Pero, a su vez, desde el punto de vista de la oferta, el empleo requiere la 
calificación de los trabajadores que se ofrecen en el mercado de trabajo. Por lo tanto, no se resuelve el 
tema del empleo y de su oferta sin educación, sin alimentación y sin salud. Sin duda, el tema de la 
vivienda también está arriba de la mesa, de manera que, seguramente, deberíamos pensar en 
términos de estrategias globales, donde aparezca lo económico, por el tema del empleo, y lo social por 
el conjunto de los sectores sociales. En esta fragmentación, la vivienda también tiene un papel 
extraordinariamente importante, junto con el ordenamiento territorial. 


En esencia, quería reflexionar sobre el hecho de que se está planteando la posibilidad de dar 
subsidios, lo que me parece muy bien. En el día de ayer hablábamos con representantes del Ministerio 
de Desarrollo Social y preguntamos quiénes eran los pobres, los indigentes; en este momento y dada 
una metodología de ingresos, por un lado, y de canastas de alimentos, por el otro, sabemos el número 
de pobres e indigentes, pero queremos conocer quiénes son, dónde están. Seguramente, veremos que 
la gran mayoría no son formales, no cotizan, son informales, precarios, desocupados, y lo cierto es que 
en el mercado de trabajo, actualmente, entre desocupados e informales tenemos cerca del 50%. 
Entonces, como se está planteando la eventualidad de otorgar subsidios al crédito -insisto en que me 
parece bien- en la medida en que hay dificultades para saber quiénes son y dónde están, 
probablemente los controles de ingresos que pueda haber para el subsidio no serán sencillos. 


Ayer los integrantes del Ministerio de Desarrollo Social decían que empiezan a manejar 
algunos números y que habría que hacer alguna investigación sobre ellos. Entonces, la inquietud es 
que uno puede otorgar subsidios si el crédito lo otorgan instituciones estatales que tienen como 
objetivo no tener costos y cuya primera prioridad no es la rentabilidad, sino la función social. Digo esto, 
teniendo en cuenta el subsidio al crédito que también tendrían las instituciones financieras privadas, 
cuya función es la rentabilidad, y la dificultad que podría haber para controlar estas situaciones. En 
esencia, tenemos una historia en materia de instituciones financieras o estatales a las que siempre se 


les dio alguna ventaja. De ahí que exista inquietud en torno a la forma en que se llevarían adelante los 
subsidios a las instituciones financieras privadas, en momentos en que existen todas estas dificultades. 


Esta era la reflexión que quería hacer. 
SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado lo avanzado de la hora, y teniendo en cuenta que debemos recibir a otra 
delegación, la Mesa desea informar al señor Ministro que le concede la palabra tan solo por cinco 
minutos. 


SEÑOR MINISTRO.- Dado que es tan acotada la posibilidad de responder, quisiera ceder el uso de la 
palabra al arquitecto Altamirano. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Es difícil ser breve luego de la reflexión del señor Senador Couriel. De todas 
formas, voy a hacer una aclaración: cuando nosotros hablamos de subsidios a la demanda, no es a la 
institución financiera, aunque estrictamente uno se puede preguntar a qué tasas y cómo va a prestar. 
Lo que estamos intentando con las instituciones financieras privadas es atender un rango de población 
a la que esta misma institución le preste por encima de $ 20.000 y por debajo de $ 27.000. Se trata de 
un sector medio que atendía el Banco Hipotecario y que, por ley, en este plan quinquenal está por 
debajo de las 75 Unidades Reajustables. Sin embargo, no queremos hacer toda la inversión directa; 
pretendemos que en la ventanilla del préstamo no haya recursos del Fondo, pero sí en el subsidio. El 
mecanismo que estamos estudiando tiene que ver con la cuota; el Ministerio subsidia no más de un 
30% de su valor, con un valor máximo de tasación de un bien y una cuota financiada a una tasa de 
interés media de mercado. En definitiva, nuestra Cartera subsidiaría no más del 30% del valor de esa 
cuota y la familia se haría cargo del 70%. Este es nuestro trabajo con respecto a instituciones 
financieras privadas; también pueden participar instituciones financieras públicas que estén 
interesadas, como es el caso del Banco Hipotecario y del Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Nosotros siempre hemos trabajado en la aparición del Banco República en el mercado de 
crédito; ese fue el objetivo de este Ministerio, el hecho de que esté prestando este año, para nosotros 
es una buena noticia, en tanto comienza a haber crédito. Además, como el Banco de la República tiene 
convenios con empleados públicos y empresas, no establece estrictamente una restricción de ingresos, 
como el sector financiero privado. Este sector apunta a ingresos bastante más altos, ya que está 
exigiendo ingresos por encima de los US$ 1.500, mientras que 75 UR -que son US$ 1.500- es el 
ingreso máximo de la población a la que debe atender el Ministerio, de manera que están casi 
calzados. Al Banco de la República le interesan los sectores con ingresos por debajo de los $ 20.000, 
que se calzan con la población que primordialmente queremos apoyar. El competidor más importante 
en este sector somos nosotros, en tanto el Fondo Nacional de Vivienda acepta reestructuras en el 
Clearing, ingresos informales, etcétera. Ahora bien, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente tiene una población estructural a la que debe atender, que es aquella que con un 
ahorro, un subsidio y un préstamo, accede a una solución habitacional o a una vivienda, ya sea usada 
o nueva. Nosotros tenemos otro sector con altas restricciones, sobre todo para ahorrar, para poder 
pagar una cuota y, por tanto, para tomar un préstamo. La dificultad radica en cómo esas personas 
pueden concretar los tres elementos, que son básicos de las políticas estructurales de vivienda. Y en 
esto estamos trabajando con el MIDES. Obviamente nosotros no podemos resolver los problemas de 
pobreza de ese sector porque, como bien decía el señor Senador, la solución pasa por otros caminos. 
Sin embargo, estamos trabajando en incorporar soluciones habitacionales, subsidios totales y formas 
de acceso para este sector, por la vía de que el MIDES u otros nos puedan derivar sectores pasibles 
de obtener un subsidio total y acceder a los productos que el Ministerio construye con fondos propios. 
Se trata, entonces, de insertarse en la red del Plan de Equidad con políticas de vivienda. 


SEÑOR HEBER.- La información que nos ha proporcionado el Ministerio es muy interesante, pero 
tenemos pendiente la consideración de cada uno de los artículos. De manera que tendríamos que 
convocar nuevamente a las autoridades de dicha Cartera -les pedimos disculpas por ello- para que 
nos den una respuesta sobre los artículos que el Ministerio tiene interés en que se voten y nosotros 
tenemos interés en preguntar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente estaba elaborando con la Secretaria un timing de acuerdo con los 
Incisos que tenemos que recibir todavía, para luego comenzar la discusión del proyecto de ley en el 
seno de la Comisión. Me parece que esa puede ser la oportunidad en que concurran nuevamente las 
autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Les agradecemos su comparecencia de esta mañana. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente) 


(Ingresan a Sala las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas) 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene 
mucho gusto en recibir al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y a su equipo de Directores y 
asesores. 


Quiero informar al señor Ministro que varios miembros de esta Comisión han propuesto que 
se analicen directamente los artículos que integran el Inciso, sin perjuicio de disponer de cuatro o cinco 
minutos para hacer un comentario general, si lo estima necesario. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes que nada quisiera dar los buenos días a todos los señores Senadores. No 
hemos saludado en forma individual a cada uno de ellos, como lo hacemos habitualmente, porque nos 
alertaron de la necesidad de ganar tiempo. Por lo tanto, aprovecho para saludarlos a todos en este 
momento y cuando me despida lo haré de cada uno. 


Por otra parte, no tenemos inconveniente en pasar al comentario de los artículos, ya que a 
partir de ahí y de alguna pregunta formulada por los señores Senadores, seguramente tendremos 
oportunidad de agregar algún comentario que consideremos oportuno. En ese entendido, es 
conveniente que haga uso de la palabra el Director Nacional de Hidrografía, nacido en Juan Lacaze, 
ingeniero Edi Juri. 


SEÑOR JURI.- El artículo 253 expresa: “El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, conforme a las 
competencias otorgadas por el artículo 251 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, llevará el 
inventario actualizado de obras hidráulicas en álveos públicos y privados, así como de otras obras que 
por sus características puedan afectar los álveos o su uso”. Por su parte, el artículo 251 de la Ley N* 
18.172 había establecido un cambio de competencias entre Ministerios, en lo que tiene que ver con 
recursos hídricos, por lo cual se transfirieron competencias en materia de gestión de dichos recursos 
desde el Ministerio de Transporte y Obras Públicas al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. No obstante, en virtud de dicho artículo, permaneció dentro de la órbita del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, la competencia en la administración y uso de álveos y en la ejecución 
de obras hidráulicas en general. Lo que expresa este artículo es la realización de un inventario de 
obras hidráulicas en álveos públicos y privados que, de hecho, la Dirección Nacional de Hidrografía ha 
venido haciendo. Es un instrumento de mucha utilidad y por ello se ha propuesto establecerlo con 
carácter de ley; se trata, además, de una información que el país debe tener registrada en algún lugar. 


Históricamente, dentro del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la Dirección Nacional 
de Hidrografía ha manejado un inventario de obras hidráulicas, que comprende obras portuarias, 
represas, puentes y todas aquellas que tengan que ver con el agua que, por cierto, son muchas. 
Además, esto tiene una utilidad, no sólo para la memoria que el Ministerio usa en sus obras, sino 
también para brindar otros servicios, como la información de uso público o para el Sistema Nacional 
de Emergencia que, por ejemplo, frecuentemente nos consulta, en caso de incendio, sobre las 
reservas de agua, obras o represas próximas a donde se generan los siniestros. De manera que la 
propuesta es generar un inventario que quede establecido como tal y que sea de uso público. 


Paso ahora a referirme al artículo 254, que es de nuestra competencia. Esta iniciativa 
también tiene que ver con el artículo 251 y con el Código de Aguas, que establece el tema del Registro 
Público de Derecho de Usos de Agua y de álveos. Como el artículo 251 dividió el tema aguas y el tema 
álveos entre los dos Ministerios, el registro original que se llevaba en forma conjunta en una sola 
institución, ahora requiere que se compatibilice entre las dos responsables de cada uno de los temas. 
Entonces, lo que hace este artículo es determinar con claridad qué actividades realiza cada uno de los 
dos Ministerios, y ello oportunamente fue conversado con autoridades del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. De manera que esta norma simplemente aclara la forma de 
llevar el Registro Público de Derechos de Agua y álveos en el país, que se realizaba desde la 
promulgación del Código de Aguas, hace 30 años. 


En definitiva, estos son los dos artículos sobre los que tenemos competencia. 


SEÑOR MINISTRO.- Solicito al señor Presidente que dé el uso de la palabra al contador Passadore, 
para que se refiera al artículo 255. 


SEÑOR PASSADORE.- El artículo 255 establece la posibilidad de realizar transferencias de fondos a 
la Corporación Ferroviaria del Uruguay, que esta Administración comienza a poner en marcha, más allá 
de que ya existía. La idea es generar un flujo de fondos por la vía de transferencia de créditos del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, para la realización de obras de infraestructura ferroviaria. 
Por supuesto que esto está sujeto a una reglamentación posterior formulada por el Poder Ejecutivo y 
se llevará a cabo junto con el Ministerio de Economía y Finanzas, por la eventualidad de que exista la 
necesidad de contraer algún tipo de crédito con los organismos de financiamiento. 


SEÑOR HEBER.- La pregunta que quiero hacer es cuántos rubros -y por qué monto- cree el señor 
Ministro que será necesario trasponer a la Corporación Ferroviaria del Uruguay, en función de una 
inversión que supongo que estará prevista y que tendrá asignado un plan; nos gustaría que nos 
comentara algo al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, existe un programa que tiene una estrategia que, en alguna 
medida, ya se había desarrollado en alguna otra oportunidad. Como es notorio, esto ha encontrado una 
dificultad, justamente, en cuanto al monto a financiar, porque el resultado del llamado a licitación -que 
se hizo en su oportunidad- superó las cifras que los asesores habían previsto. Esto nos colocó en una 
situación que nos obligó a reexaminar las posibilidades e, incluso, a explorar la alternativa de negociar 
los precios planteados en la licitación. 


Hasta ahora hemos recibido respuestas favorables de algunas de las empresas que se 
presentaron en la licitación en cuanto a revisar los precios y, a su vez, nosotros estamos profundizando 
en el análisis de un programa que, con la participación de los propios funcionarios de AFE, pueda 
permitirnos abordar la recuperación de tramos de vía férrea. La culminación del proceso de definición 
respecto a la utilización de estos dos modos es lo que va a determinar los montos y, como no 
habíamos adoptado esa definición, aplicamos este mecanismo que permite prever el instrumento para 
poder nutrir a la Corporación Ferroviaria del Uruguay de los flujos que necesite para abordar la obra. 


Este es, entonces, el porqué del artículo y la situación en la que estamos. 


Para referirse al artículo 256, si el señor Presidente está de acuerdo, le cedería el uso de la 
palabra al ingeniero Juri. 


SEÑOR JURI.- El artículo 256 se refiere a una habilitación de una determinada región del Río de La 
Plata para el desarrollo náutico como dinamizador del turismo, esto es, para el desarrollo de 
infraestructuras portuarias con esa finalidad. Esta disposición, entonces, promueve la habilitación de 
puertos en una zona de la costa del departamento de Colonia, comprendida entre el arroyo Cufré y el 
río San Juan. 


Esta zona, que es la que está enfrentada directamente al mayor cliente turístico náutico del 
país, que es la ciudad de Buenos Aires, cuenta con varias unidades portuarias pero, a su vez, tiene una 
vocación muy importante, en toda su longitud, para el desarrollo náutico turístico. 


Cabe señalar que en leyes anteriores se ha promulgado una disposición exactamente ¡igual 
para algunas zonas de la costa de Maldonado y de Canelones. Este artículo recoge un mismo tipo de 
iniciativa para un determinado lugar; en este caso, estamos hablando de un tramo concreto de la costa 
del departamento de Colonia. Esto se fundamenta, sobre todo, en la alta potencialidad que tiene esa 
región para dinamizar esta actividad. 


El artículo siguiente, el 257 -que es bastante parecido al anterior- no se refiere a puertos 
turísticos sino a puertos comerciales o que manejen esquemas de la logística portuaria. 
Concretamente, se refiere a la costa del río Uruguay comprendida entre los kilómetros O y 115 que, 
más o menos, es desde Punta Gorda, en la zona cercana a Nueva Palmira, hasta aguas arriba de Fray 
Bentos. 


Esa costa, por su presencia frente a todo el tramo bajo del río Uruguay, tiene una gran 
potencialidad, contando con profundidades importantes para el desarrollo de múltiples actividades 
portuarias. De hecho, ya se han dado muchas actividades que ustedes conocen, ya sea en la Zona 
Franca de Nueva Palmira como en los aledaños de Fray Bentos, donde tiene una potencialidad aún 
mayor. Este artículo tiende a facilitar y a promocionar esa actividad. Prácticamente lo que se agrega es 
toda la costa del departamento de Soriano, además de la costa norte del departamento de Colonia y la 
parte del departamento de río Negro aguas arriba del Puerto de M'Bopicuá, zona con vocación 
portuaria realmente importante por su ubicación estratégica frente al sistema hidroviario de la Cuenca 
del Plata, que comprende los ríos Paraná y Paraguay, pero también el río Uruguay. 


La apuesta que nuestro país ha hecho al sistema hidroviario se ha concentrado 
fundamentalmente en Nueva Palmira; algunas veces ha participado el Puerto de Fray Bentos, pero 
creemos que toda esa región tiene una gran vocación portuaria y que, desde el punto de vista 
estratégico, es altamente conveniente para Uruguay fomentar eso. Esto abre las puertas a la 
posibilidad de habilitar puertos en esa región, previo estudio que debe ser aprobado debidamente. 


SEÑOR ALFIE.- En términos generales compartimos el propósito de los artículos en cuanto a habilitar 
puertos, ya sean turísticos o comerciales. Inclusive, compartimos la evaluación o el concepto que se 
tiene de estas zonas, tal como expresó el ingeniero Juri. Sin embargo, pensamos que de acuerdo con 
el artículo 85 de la Constitución de la República, los puertos se autorizan de a uno por el Poder 
Legislativo. Me parece que una autorización general, más allá de ser inconstitucional, es inconveniente. 
De todas maneras, cuando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas solicita hacer un puerto en 
determinado lugar, el trámite nunca dura menos de un año; quiere decir que, mientras tanto, podrá 
concurrir al Parlamento para informar sobre la ubicación, ya sea el kilómetro en el que se encontrará o 
sobre la desembocadura de qué río o arroyo estará. En ese caso, recién después de escuchar a las 
partes se podrá autorizar o no. Pero no como se solicita acá, es decir, como un cheque en blanco para 
cualquier lugar dentro de los kilómetros delimitados. 


Por otra parte, pienso que si se proponen estos artículos es porque ya existen algunos casos 
concretos; entonces estudiémoslos y aprobémoslos o no según el caso. El Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas siempre puede estudiar la instalación de un puerto, no sólo en estas áreas, sino en 
cualquier otra, pero -repito- la aprobación, de acuerdo con la Constitución, es de a uno y por el Poder 
Legislativo. 


Por lo tanto, si ya existen solicitudes concretas, propongo que se planteen en ambos casos, 
tanto en el artículo 256 como en el 257. 


SEÑOR HEBER.- Quiero expresarme en los mismos términos en que lo ha hecho el señor Senador 
Alfie. Ya tuvimos esta polémica con el señor Ministro en otras instancias presupuestales, sobre todo 
con respecto al tema de la habilitación genérica desde Colonia hasta la costa de Maldonado. Nosotros 
no acompañamos en esa oportunidad, ni lo vamos a hacer ahora, pero no vamos a reiterar la 
discusión. En esta instancia de la Comisión, generalmente hacemos preguntas para formarnos una 
opinión, pero como ya la tenemos, señalamos que no vamos a acompañar esto, por el cheque en 
blanco que significa. 


Coincido con las razones de fondo expuestas por el señor Senador Alfie y con la intención y el 
objetivo de esto, pero me gustaría que fuera algo más concreto -y no tan genérico- porque, de esa 
manera, levantaríamos las manos para apoyar la construcción de todo aquel puerto que pueda generar 
desarrollo en la zona costera, sea deportivo o comercial. 


SEÑOR CAMY.- En la misma dirección de lo expuesto por el señor Senador Heber, quiero realizar una 
pregunta concreta a las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que nos visitan en la 
mañana de hoy y que aprovecho a saludar. 


¿Por qué se circunscribe la voluntad de esta Cartera a habilitar puertos sobre la costa del 
Río de la Plata en la zona comprendida entre la desembocadura del río San Juan y el arroyo Cufré, 
desmereciendo las posibilidades y la potencialidad que tiene esa costa a la altura del departamento de 
San José, es decir, entre el río Santa Lucía y el arroyo Cufré? 


Esa es la consulta concreta que quería realizar y reitero que suscribo plenamente lo 
señalado por los señores Senadores Heber y Alfie. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra al señor Ministro, la Presidencia advierte 
que la alusión que hizo el señor Senador Alfie tiene que ver con el numeral 9 del artículo 85, por el que 
se determina una mayoría especial para habilitar la creación de puertos. 


SEÑOR MINISTRO.- Es cierto que esta discusión se planteó en otra oportunidad. Ahora bien, esta 
nueva forma de presentar las áreas con potencialidad portuaria para promoverlas y difundirlas a los 
efectos de que se puedan realizar emprendimientos comerciales y deportivos, y no sólo ubicar 
emprendimientos que ya puedan estar presentados y en marcha, se inspiró en el Presupuesto 
Quinquenal de 1996. No recuerdo el número de la ley correspondiente, pero en ese Presupuesto no se 
consideraron uno, dos o tres puertos, sino que se hizo una larga lista de todos los puntos con 
potencialidad portuaria que existían a lo largo de la costa del país. Muchos de esos lugares cuentan 
actualmente con una habilitación puntual de desarrollo de puerto, y sin embargo no existe ningún 
puerto, mientras que otros coinciden con emprendimientos que se pusieron en marcha o existen 
proyectos al respecto. Entonces, en el análisis de qué era lo que más convenía para el desarrollo de 
esta actividad -todos coincidimos en que es importante para el desarrollo del país- en la Rendición de 
Cuentas anterior y en ésta promovimos determinar áreas con el fin de tener referencias que puedan 
servir de base a un trabajo que facilite la instalación de puertos. En algunos casos, ya se puede haber 
efectuado algún planteo concreto, a través de iniciativas privadas, pero en otros, como el Puerto de 
Punta Pereira, que está promoviendo ENCE, ya existe un permiso del año 1996, por lo que no está 
dentro de esta autorización. 


A través de estas normas, procuramos que se nos dé la autorización para facilitar la 
promoción de instalaciones portuarias en determinadas zonas. 


En cuanto a la pregunta que refiere al caso particular de San José, quiero aclarar que el 
Poder Ejecutivo tiene la potestad de hacerlo e, incluso, la propia Ley de Puertos permite promover 
determinadas áreas. La verdad es que hoy eso no se ha evaluado como algo conveniente o prioritario, 
aunque de ninguna manera quiere decir que en determinado momento no puedan surgir condiciones 


favorables como para que en algún punto de la costa, también de la del departamento de San José, se 
puedan llevar adelante proyectos que procuren este objetivo. 


Para terminar, debo decir que hay una serie de puertos que tienen un objetivo comercial y 
que tienen mucho que ver con la estrategia de Uruguay como captador y distribuidor de cargas. Esto 
llevó a constituir el Sistema Portuario Nacional que está en permanente desarrollo. Sin embargo, 
también existe una estrategia respecto a los puertos turísticos y deportivos, que no es una creación de 
este Gobierno y que también fue compartida por otros, pero que solamente se podrá llevar adelante 
paso a paso. Se trata de promover la instalación de puertos deportivos y turísticos que nos permitan 
incentivar la concurrencia de barcos de la región, a los que nos interesa atraer a nuestras costas y 
facilitarles la navegación en las zonas de mayor atractivo. Algunas de ellas se encuentran en los ríos 
por sus paisajes naturales y otras se sitúan en las tradicionales áreas de playa. Por todo esto, nos 
interesa contribuir a la construcción de ese collar de puertos que son como perlas que permitirán 
facilitar la navegación hacia el este. 


SEÑOR ALFIE.- En función de las palabras expresadas por el señor Ministro, quisiera hacer una 
sugerencia. Quizás, en lugar de utilizar la palabra “habilítanse”, simplemente podría decirse que se 
declara de interés o de prioridad del Ministerio el promover, dentro de estos límites, la instalación de 
puertos, en algunos casos deportivos y, en otros, logísticos. De esa forma, el propósito del señor 
Ministro queda cumplido y cuando pasen los estudios y lleguen los pedidos de algún inversor -quizás, 
por casualidad, el propio Ministerio podrá conseguirlos- se podrán plantear aquí y se votarán cada uno 
de los puertos. Creo que ese es el esquema lógico para todo esto. 


Por otro lado, reconozco que es cierto lo que se ha dicho en cuanto a que se cometió un 
error, pero sugiero no repetirlo. Es verdad que en algunos casos existía una inconstitucionalidad 
específica y en otros genérica, pero si en algún momento se cometió ese error, considero que no es 
bueno hacerlo nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me interesa que quede claro en la versión taquigráfica que el apartado 9 del 
artículo 85 de la Constitución establece, entre otras competencias de la Asamblea General -y destaco 
que aquí, en este momento, hay una parte de ella porque somos Senadores de la República- la de 
crear nuevos Departamentos por mayoría de dos tercios de votos del total de componentes de cada 
Cámara, así como fijar sus límites y habilitar puertos. Sin embargo, no hace referencia a la cantidad de 
puertos. Además, dicho apartado agrega que también compete a la Asamblea General establecer 
aduanas y derechos de exportación e importación aplicándose, en cuanto a estos últimos, lo dispuesto 
en el artículo 87, así como declarar de interés nacional zonas turísticas, que serán atendidas por el 
Ministerio respectivo. Entonces, queda claro que para esto no se necesita la mayoría especial y basta 
con que se integre la habilitación en la ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros hemos establecido cuál es el objetivo que se procura y nos referimos a 
aquellas zonas en las que advertimos que existe mayor potencialidad y posibilidad de promover 
proyectos. 


En cuanto al otro aspecto, creo que justamente es el Senado el que va a tener la oportunidad 
de tomar la determinación. Nosotros vamos a atenernos -como no puede ser de otra manera- a actuar 
en el marco de las decisiones que tome el Poder Legislativo. Nosotros promovemos esto, que creemos 
es un elemento positivo. 


SEÑOR CAMY.- Señor Presidente: quiero insistir en la situación de desmerecimiento de la costa del 
Río de la Plata en el departamento de San José que, a mi juicio, esto genera. Este artículo, que habilita 
la creación de nuevos puertos, establece dos condiciones. Por un lado, dichos puertos deben 
encuadrar en la política nacional portuaria de estímulo al desarrollo náutico y de auspicio al turismo y, 
por otro, deben ubicarse taxativamente en la costa del Río de la Plata, en el departamento de Colonia, 
comprendida entre las desembocaduras del río San Juan y del arroyo Cufré. Quiere decir que la costa 
inmediata a la desembocadura del arroyo Cufré -que es precisamente el límite entre San José y 
Colonia- no encuadra dentro de la política nacional portuaria -lo que no se desprendería de lo que dijo 
el señor Ministro- o no tendría alguna condición que sí tiene el Río de la Plata hasta el arroyo Cufré. No 
sé si hay alguna autoridad de hidrografía competente en el tema o con conocimiento técnico -que yo no 


tengo- pero me pregunto por qué, por ejemplo, puerto Arazatí no tiene las condiciones que sí tendrían 
la sucesión de balnearios de Colonia que están ubicados inmediatamente hacia el oeste del arroyo 
Cufré. Según la información técnica que he recibido, sí las tiene y en mayor medida. Por esto, sigo sin 
comprender por qué la costa del departamento de San José queda expresamente afuera. ¿Qué 
perderíamos si estos artículos también comprenden a la costa de San José? 


En concreto, quiero preguntar al señor Ministro si es posible extender hasta el río Santa 
Lucía, con la misma redacción e igual objetivo, la norma que se incorpora. 


SEÑOR MINISTRO.- Sinceramente, nosotros promovimos determinadas zonas que advertimos que 
tenían potencialidad y un interés y, por lo tanto, sentimos la necesidad de adelantarnos para poder 
contribuir a que se concreten y desarrollen inversiones. No obstante, no tendríamos inconveniente en 
que la zona se extendiera. Es más, no tendríamos problema en que se nos diera la facultad de 
promover puertos donde fuera posible desarrollarlos, pero advierto que esto entra en contradicción con 
la preocupación que expresaban otros señores Senadores. No queríamos hacer esto por abuso y con 
la intención de desbordar nuestras competencias, sino que lo planteamos para los lugares en los que, 
por su potencialidad, efectivamente veíamos que se podía seguir avanzando. 


Ahora bien, si la Comisión y el Senado llegan a la conclusión de que están dispuestos a 
extender esta autorización hasta la costa de ese departamento, mejor. Y les puedo decir más: es cierto 
que en la costa de San José también hay puntos que pueden tener una cierta potencialidad; tal vez no 
la misma que notoriamente tienen las costas del departamento de Colonia, porque hay que tener en 
cuenta la ubicación y las profundidades, pero hay ideas en el sentido de desarrollar algunos otros 
proyectos en los que se ha mencionado la posibilidad de utilizar determinados lugares -como algunas 
canteras en la zona de Playa Penino- que pudieran facilitar una instalación portuaria. Esto no lo 
desconocemos y nunca lo descartamos; es más, si surgieran las iniciativas que permitieran hacer esto 
posible, por cierto que el señor Senador puede tener la seguridad de que haremos todos los esfuerzos, 
ya que el país necesita estas cosas. Pero también queremos actuar con responsabilidad porque, por 
ejemplo, en la costa de San José, tenemos las Puntas de Cufré donde, con la mejor intención de crear 
un desarrollo que tenía un fin portuario -un amarradero de yates- se hizo un gran desastre que todavía 
no se ha podido superar -llevará mucho esfuerzo y dinero hacerlo- y que, en definitiva, generó un 
problema interfiriendo en el normal curso de la naturaleza con una obra que probablemente tengamos 
que desmantelar. Es nuestra aspiración actuar con responsabilidad. 


SEÑOR CAMY.- Quisiera hacer una aclaración. 


Lo que el señor Ministro llama Puntas de Cufré es, en realidad, Boca del Cufré; conozco muy 
bien la situación, sé que él ha estado allí y coincido en que es un desastre, entre otras cosas, porque 
vivo en el departamento de San José. Supongo que se tendrán que hacer responsables quienes 
hicieron ese desastre. 


Deseo hacer una aclaración al señor Ministro, porque me quiere hacer caer en una 
contradicción, lo que no pretendo hacer. Comencé mi primera intervención mencionando, 
precisamente, lo que señalaron los señores Senadores Heber y Alfie en cuanto a la visión de 
inconstitucionalidad de esta norma habilitante pero, conocedor de las mayorías que rigen en el 
Parlamento, ante la visión que se transmite de quien tiene los votos propios para aprobarla, digo que, 
ya sea habilitando o como propone el señor Senador Alfie, promoviendo la definición prioritaria de 
estos puertos que encuadre en la definición de política nacional portuaria -que me parece más 
interesante- involucremos la sucesión de costa del Río de la Plata desde el arroyo Cufré hasta el río 
Santa Lucía. 


Esta era la aclaración que deseaba realizar y agradezco al señor Ministro la respuesta del 
caso. 


SEÑOR MINISTRO.- Aclaro que señalaba las dos visiones, pero no para hacer aparecer al señor 
Senador en una contradicción. ¡Por favor, señor Presidente! Nuestra intención era procurar dar 


elementos como para explicar cuál es nuestra propuesta. Además, reitero que la incorporación de la 
costa de San José no es para nosotros un problema; no vamos a estar en contra de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 258, señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO..- Entonces, cedería el uso de la palabra al ingeniero Juri. 


SEÑOR JURI.- Si el señor Ministro me permite, quisiera reafirmar algunos de los conceptos que se 
estaban planteando anteriormente. 


En particular, cuando se promueve una región de costa es porque hay determinadas 
condiciones geográficas o físicas, del territorio y de la parte marítima, que son especialmente 
particulares. Si se promueve el desarrollo de la zona del bajo Uruguay es porque para nuestra 
República dicha zona es el único tramo posible que tiene una vocación geográfica permanente para la 
transferencia del tráfico fluvial al marítimo; no hay otro. Más abajo de Nueva Palmira, el tráfico ya no es 
fluvial, sino que tiene condiciones de marítimo y, más arriba del kilómetro 115, el tráfico del río Uruguay 
ya no es marítimo sino casi exclusivamente fluvial. Por lo tanto, el único tramo que establece 
condiciones de transferencia de carga, visto con una mentalidad regional del territorio de Uruguay para 
transferencia de tráfico fluvial a marítimo, es ese. 


Nos parece que es una estrategia de país más que conveniente el hecho de que Uruguay lo 
declare como tal, mediante un artículo de estas características para que, ya se trate de inversión 
pública o privada, se sepa de antemano que existen la vocación y la voluntad para fomentar ese tipo de 
estructura portuaria en dicho lugar, que es apto para toda la región. 


Ahora bien, con respecto al turismo deportivo, como ocurrió en leyes anteriores, lo que se 
promovió en el caso de Maldonado no fue toda la costa, sino un determinado segmento, bastante 
amplio, y en el caso de Canelones se promovió apenas un segmento, con la única finalidad de 
propiciar la posible ejecución de una estructura portuaria intermedia entre el Puerto del Buceo, en 
Montevideo, y Piriápolis, que es el puerto siguiente. Ocurre que es necesaria una escala intermedia en 
la navegación náutica en una distancia que no debería superar los 30 kilómetros, y eso no existe entre 
Montevideo y Piriápolis, como tampoco existe entre Montevideo y Juan Lacaze, donde hay grandes 
ausencias que sería lógico contemplar. Pero no tenemos todavía un lugar definido en el departamento 
de San José, con infraestructura urbana o costera, que demuestre esa vocación. Si lo hay, de común 
acuerdo, creo que sería muy interesante promoverlo como tal. En el caso de Colonia, estamos 
hablando de una costa que tiene 300 años de clientela náutica de Buenos Aires. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 258. 
SEÑOR HEBER.- Creo que el señor Director Juri iba a hablar sobre esta disposición. 


SEÑOR JURI.- Nosotros consideramos que el artículo 258 es una propuesta innovadora en materia de 
gestión de los puertos. 


Concretamente, el artículo dice lo siguiente: 


“Artículo 258.- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, dentro de los puertos bajo su 
jurisdicción, podrá tomar las obras complementarias y de adecuación de las infraestructuras existentes, 
que ejecute una empresa como pago por adelantado de las tarifas portuarias que debería abonar, 
asegurándole a la empresa prioridad, pero no exclusividad, en el uso de las obras que ejecute, por un 
plazo máximo que guarde relación con el monto de la inversión que realice y el plan que presente de 
utilización de muelle y movilización de mercaderías o pasajeros. 


La Administración estudiará el proyecto y de considerarlo aceptable aprobará su viabilidad. 
Posteriormente dará publicidad al proyecto aprobado, a efectos de que puedan presentarse otros 


interesados. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas evaluará las eventuales propuestas que se 
presenten y dictará resolución. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones, requisitos y procedimientos 
correspondientes a ser cumplidos por la Administración y los particulares a efectos de la aplicación de 
la presente norma”. 


Todos conocemos el desarrollo portuario actual y la cantidad de inversiones privadas que se 
están realizando en puertos. Ahora bien, en este aspecto la ley es clara cuando la inversión portuaria 
es un puerto en sí mismo en forma independiente, pero no lo es cuando hay una inversión parcial 
dentro de un puerto existente. Este artículo está propuesto para aceptar mejoras en puertos existentes 
-sea la mejora de un muelle, una operativa de dragado, un elemento de agregado de una grúa o lo que 
sea necesario- para que se pueda hacer, mediante un acuerdo o convenio, a descontar del sistema 
tarifario que rige en el caso de los puertos. Este es un mecanismo que surge ante una propuesta 
concreta; no es una concesión que implique audiencias públicas ni nada por el estilo. Sin embargo, 
este artículo establece un sistema que entendemos claramente transparente, porque no lo autoriza la 
Administración en forma directa ante cualquier pedido, sino que se da a publicidad y se atienden otros 
interesados que pudieran aparecer sobre el mismo concepto. 


Ese es el espíritu de este artículo, que facilitaría la gestión portuaria, sobre todo de los puertos 
existentes. 


SEÑOR HEBER.- Entendemos el objetivo al que se apunta, pero va a ser un dolor de cabeza. Si se 
plantea que van a tener prioridad, se generarán problemas en el ámbito político, porque después cómo 
justificaría la Administración el motivo por el cual no le da la prioridad a determinada empresa. Entiendo 
el espíritu que se busca, y quizás lo comparta, pero estamos en el mundo de la desconfianza. Ustedes 
saben lo que pasa en el Uruguay en cuanto a estas cosas. 


En lo personal, votaría esta disposición, pero sé que de esa manera estoy generando un 
problema a la Administración ya que al otro día será motivo de desconfianza porque, por ejemplo, se 
podrá decir que esa empresa es la ganadora porque tuvo la prioridad. Realmente entiendo la 
motivación e, incluso, las obras complementarias pueden ayudar a que de alguna manera se pueda 
viabilizar el propio puerto porque a veces aquéllas son más importantes a la hora de tener que invertir. 
Reitero que sería mucho más fácil votarlo si viviera en otro país y con otras dimensiones. 
Lamentablemente, en el Uruguay esto generaría un problema para todos. 


No me parece sustancial pero, repito, creo que esto generará un gran dolor de cabeza. 


SEÑOR ALFIE.- En cuanto al articulado correspondiente a este Ministerio, prácticamente no tengo 
objeciones. Es más, para una disposición anterior propuse una redacción alternativa y no era por una 
objeción de concepto; en este caso me sucede lo mismo. 


La redacción de los párrafos segundo y tercero me parece correcta. En cuanto al párrafo 
primero, debo decir que el mecanismo que se plantea me parece innovador y realmente estoy de 
acuerdo con él, pero lo que me rechina es asegurarle a la empresa la prioridad. En realidad, considero 
que deberíamos sustituir esta prioridad o que figure en forma concreta, en todo caso, asegurándole a la 
empresa que va a ganar en igualdad de condiciones o que si no se queda, le afectamos los fondos 
para pagarle las obras, en una especie de fideicomiso. Esto es lo que quiero aportar en cuanto a este 
tema ya que, justamente, trato de no eliminar el mecanismo porque me resultó muy interesante. Por 
tanto, si lo que se quiere es que la empresa empiece a hacer las obras y que se terminen más rápido, 
es necesario hacer un llamado. El asunto es que la empresa puede decir que no se va a presentar si 
no tiene prioridad o no se asegura el cobro porque le van a pagar tarde. En todo caso podemos 
asegurarle el flujo de dinero -si fuera este el caso- o que si empata la mejor oferta, gana. Además, 
podría ser con cartas vistas o con dúplica. Este sistema salvaría bastante las objeciones planteadas 
por el señor Senador Heber, todos quedaríamos conformes y votaríamos con beneplácito el artículo. 
Reitero que me refiero solo a la parte del inciso primero; el resto de esta disposición y el articulado en 
general no me merecen objeciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Por las expresiones de los señores Senadores percibo que se ha comprendido 
qué es lo que buscamos y hacia dónde apuntamos. Eso es importante. El mejoramiento de la 
redacción y del procedimiento es bienvenido. 


Quisiera destacar que este asunto viene en la última Rendición de Cuentas del período. En 
relación con la desconfianza a que se ha aludido, puedo decir que el dolor de cabeza también lo van a 
tener quienes vengan en el próximo Gobierno. Hay una serie de iniciativas en curso, porque pensamos 
que el país sigue andando y tenemos que prepararnos para enfrentar y superar algunas dificultades. 


Me gustaría que el ingeniero Genta comente los artículos siguientes. 


SEÑOR GENTA.- Me voy a referir a los artículos 259, 260, 261, 262 y 263. Todos ellos están 
orientados a fortalecer el control de pesos en las rutas nacionales, de cara a incrementar la producción, 
con el consiguiente aumento en la circulación de cargas -tanto por rutas nacionales, como por caminos 
que no son de jurisdicción nacional- porque entendemos que no es suficiente la cobertura de la que 
hoy se dispone. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas pretende ampliarla en relación a las 
estaciones de control de peso. Tenemos que controlar los pesos y disponer de la información para 
verificar los límites de peso en los vehículos comerciales en los lugares donde se origina y se recibe la 
carga. 


El artículo 259 establece la obligatoriedad de disponer de puestos fijos de control de pesos 
de vehículos en movimiento para las terminales portuarias y aeroportuarias, zonas francas y centros de 
distribución o depósito, almacenaje y transferencia de cargas pertenecientes a organismos públicos o a 
entidades a cargo del Estado. 


El segundo párrafo del artículo 259 comienza diciendo: “Será responsabilidad de las 
autoridades a cargo de los referidos organismos o entidades”. Dado que entendemos que la 
responsabilidad es del organismo y que quien esté a cargo tendrá que asumirla, sugerimos eliminar la 
expresión “de las autoridades a cargo”. 


En el artículo 260 se avanza sobre lo que preveía el artículo 226 de la Ley de Presupuesto 
de 2005 y se especifica el tipo de instrumento de control del peso de que deben disponer las empresas 
privadas generadoras o receptoras de cargas, fijando los límites entre 20.000 y 50.000 toneladas para 
tener, en un caso, estaciones fijas de control de peso de vehículos en movimiento y, en otro, un 
sistema de pesaje mediante balanzas estáticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 260 comienza diciendo: “Los sistemas de pesaje de las empresas 
privadas generadoras o receptoras de carga”. Quisiera saber si actualmente están funcionando. 


SEÑOR GENTA.- Hay empresas que tienen sistemas de pesaje de cargas y otras que no los tienen. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el control que ejerce el Ministerio de Transporte y Obras Públicas? 


SEÑOR GENTA.- Nuestra Cartera tiene una red de puestos fijos de control de peso de vehículos en 
movimiento con un sistema de balanzas selectivas. Si al pasar el vehículo se determina que hay un 
exceso, tiene que desviarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos tenemos conocimiento de ello. Ahora bien, a través de este 
artículo se obliga a la empresa a tener un mecanismo que asegure que se declara el peso y luego se 
comprueba si es correcto en la estación -que, por ejemplo, puede estar en la carretera- de acuerdo con 
lo que establece la ley como obligación por parte de la empresa en su despacho y su relación de carga. 


SEÑOR GENTA.- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR HEBER.- Aprovecho la introducción que ha hecho el señor Presidente de la Comisión para 
decir que lo que me preocupa de todo esto siempre es la competencia internacional y que las 
exigencias a las empresas nacionales instaladas en nuestro país no les impidan tener armas para 
competir, porque a las empresas que vienen con contratos y con carga internacional no se le exigen las 
mismas condiciones. Eso redunda en un aumento del costo de la empresa como tal, en lo que refiere a 
su viabilidad y competencia. Entiendo que todos los controles se hacen en beneficio de nuestro país y 
del cuidado de las carreteras, pero insisto en que me preocupa porque muchas veces -por lo menos en 
las empresas de transporte que hemos tenido- se genera una situación de injusticia al ser muy severos 
en el cuidado con las empresas nacionales y muy permeables con aquellas que vienen con carga del 
exterior o recogen carga en nuestro país, y se van. Esa es la razón por la cual voy a mirar 
especialmente estos artículos, tratando de que se respalde a la empresa nacional y no se le ponga una 
carga mayor a la hora de competir con empresas de transporte internacional muy importantes de la 
región. 


SEÑOR ALFIE.- La pregunta que voy a formular ya fue respondida, pero no comprendí la respuesta. 
¿Las empresas tienen la obligación de contar con determinado sistema de pesaje en función de la 
carga o no? En una parte del artículo se dice: “que movilicen un volumen anual entre veinte mil y hasta 
cincuenta mil toneladas de carga”. Creo que la palabra “hasta” debería eliminarse. La redacción diría 
luego: “deberán contar como mínimo con instrumentos fijos de pesaje estático”. Ahora bien, teniendo 
en cuenta este texto y de acuerdo con lo que expresa el señor Senador Heber, ¿cómo quedamos 
frente a la competencia regional? Considero que sólo debemos mirar la región porque es donde 
competimos en el área de los servicios. 


SEÑOR MINISTRO.- Como los señores Senadores recordarán, en una Rendición de Cuentas anterior 
se discutió el problema de que las multas por exceso de carga resultaban inaplicables porque eran 
impugnadas sistemáticamente en razón de que se cuestionaban las balanzas, los procedimientos y 
demás. 


Entonces, pasamos por un proceso de reorganización de todo el sector, de certificación de 
las balanzas por parte del LATU y, también, de muchas conversaciones -en algunos casos, además, de 
estudios- a través de comisiones integradas por las partes, para poder avanzar en un asunto que, al 
Uruguay, le cuesta millones y millones de dólares que siempre alguien -los uruguayos- termina 
pagando. 


Entonces, ahí empezaron a aparecer elementos que prácticamente tomaban de rehén a las 
propias empresas transportistas de situaciones de competencia que se promovían para procurar una 
mejora en la relación entre la carga y el costo del flete. 


En consecuencia, quienes se animaban a infringir más las normas de cargas resultaban más 
beneficiados en esa carrera de competencia. A su vez, quienes querían cumplir las normas y eran 
conscientes de que estábamos manejando recursos generales, eran los que quedaban retrasados en 
la competencia. 


A partir de ahí se está avanzando en este mecanismo, y hago este comentario porque hemos 
tenido mucha perseverancia pero también mucha flexibilidad como para ir avanzando en los controles, 
teniendo en cuenta, por cierto, la competencia internacional y trasladando las obligaciones a los 
transportistas de la región, en la medida de nuestras posibilidades de influir. Muy particularmente, 
hemos sido también muy flexibles para recorrer un camino que tienda a que en el Uruguay se cumpla 
con las normas y cada cual sea responsable. 


Entonces, con este mecanismo estamos progresando -si lo leen en todos sus artículos lo 
podrán constatar- en un sistema, que tal vez se pueda perfeccionar, pero que busca quitarle a los 
empresarios del transporte -que, con frecuencia, son el eslabón más débil de esta cadena que hay 
entre el mercado y la carga- la responsabilidad exclusiva. De esta manera, pensamos que se va a ir 
estableciendo una corresponsabilidad de parte de quien recibe la carga y de quien la envía; por lo 
tanto, ya no habría excusas para llevar los camiones demasiado cargados. A este respecto, podríamos 
mencionar algunas anécdotas, pero creo que la explicación general es ésta. 


Estamos de acuerdo en que en esto debemos avanzar con cuidado, señores Senadores. Y 
tenemos que concretarlo, porque queremos que el país funcione; no queremos que esto se transforme 
en frenos, en dificultades y obstáculos para el Uruguay. Queremos que el país avance, pero pensamos 
que debe hacerlo en forma ordenada y controlando las disposiciones que todos nos comprometemos a 
cumplir. Como ustedes habrán advertido, no estamos hablando de una obligación que sólo se le 
impone a los privados; también en el propio Estado tenemos anécdotas en el sentido de que a veces 
nos convertimos en promotores de los incumplimientos. 


Entonces, pienso que este es un camino que tenemos que recorrer con responsabilidad. 


Si no hay inconveniente, cedería el uso de la palabra al ingeniero Genta para que continuara 
con los comentarios relativos al tema. 


SEÑOR GENTA.- Quiero decir algo con respecto a la inquietud de los señores Senadores Heber y 
Alfie, relativa a la posibilidad de generar una asimetría en cuanto a la competitividad en la región. El 
Reglamento de Límites de Peso que utilizamos internamente en el Uruguay, es el que está acordado 
en el MERCOSUR. Precisamente, cuando un vehículo extranjero ingresa a nuestro país, se lo controla 
con respecto a los límites de peso que están establecidos en el MERCOSUR y, por lo tanto, para 
nuestros vehículos, para nuestros transportistas, rige la misma norma. Inclusive, estamos en discusión 
porque, por ejemplo, Brasil, que internamente tiene normas al respecto más severas que las nuestras, 
a pesar de haber acordado los límites de peso, a veces nos aplica sus disposiciones y, en ese sentido, 
estamos discutiendo si es respetuoso de la normativa acordada. 


Además de la obligatoriedad impuesta a las empresas que generan o reciben cargas dentro 
de estos límites, en el Reglamento de Límites de Peso que se aplica a los efectos de controlar los 
pesos y aplicar las sanciones, se estableció una tolerancia que tiene que ver con el error que 
estadísticamente puede tener un instrumento de medida. El señor Ministro recién se refería al tema 
que generó discusión durante algunos años, que terminó saldándose con la certificación de los 
instrumentos y de los errores que tienen y con la construcción de un Reglamento Metrológico. A través 
de la autoridad metrológica competente, que es el LATU, las balanzas que administra el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, cada tres meses tienen una certificación; en ninguna otra parte del país la 
certificación de una balanza comercial tiene esa frecuencia. Esto permite que el sistema funcione de 
manera transparente. 


Además, en el Reglamento de Límites de Peso se otorgó una tolerancia en la pesada, que si 
se malinterpreta puede entenderse como una extensión del límite de peso, y que el cargador o el 
transportista hagan la carga considerando ya la tolerancia establecida. Por lo tanto, en el artículo 261 
pretendemos establecer que los valores de peso total y por eje son los máximos que figuran en la 
cédula de identificación de cada vehículo, donde dice exactamente cuál es el peso máximo admitido en 
cada uno de los ejes del vehículo o del conjunto de vehículos, que luego va a ser pesado en alguna 
balanza. 


Como no se puede disponer de inspectores o de personal en todos los lugares donde se van 
a realizar pesadas, se considera facultar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para recibir la 
información, en la forma en que se va a reglamentar, de las pesadas que se realicen en los lugares 
donde se ubiquen estas balanzas. 


Esto es en cuanto al tema de pesaje de vehículos y controles de peso, y con el objetivo de 
dar un paso más al asegurar condiciones de competencia equitativas, una circulación vial más segura y 
que permita que en los pavimentos que se diseñan para soportar determinados pesos por eje de los 
vehículos, no vean acortada su vida útil rápidamente por sobrecarga en la circulación de estos 
vehículos. 


El artículo 263 va en el mismo sentido de lo que dije anteriormente. Muchas veces recibimos 
quejas a nivel departamental de que vehículos de gran porte, fundamentalmente camiones con 
transporte de madera y de otra índole, circulan por plantas urbanas o por caminos departamentales sin 
ningún tipo de justificación, ya que o no tienen origen o destino en esos lugares, o no es el camino que 


los lleva al lugar a donde se dirigen; solamente lo hacen a efectos de eludir un puesto de pesaje o de 
peaje, o un control que saben que se dispuso en algún lugar de la ruta por la que sí deberían transitar. 
Entonces, por este artículo limitamos a vehículos de capacidad inferior a 24 toneladas -es decir, los 
vehículos simples, los camiones que no son articulados como un tractor para semirremolque o un 
camión con acoplado- la circulación por caminos vecinales o por plantas urbanas, salvo que su origen 
o destino así lo justifique. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero aclarar que no se me contestó lo relativo a cómo es la situación actual de las 
empresas vinculadas a los sectores de carga y si tienen o no alguna obligación. 


Con respecto al artículo 263, quiero señalar que comparto la redacción, pero me parece que 
en el segundo inciso se deben establecer el monto máximo de la sanción o, en todo caso, el mínimo y 
el máximo. No es necesario que se especifique la multa para cada una de las faltas ya que el Ministerio 
puede regular y graduar, como se dice aquí, los montos de las sanciones de acuerdo con su gravedad, 
pero debe establecerse, reitero, un mínimo y un máximo, o fijar un determinado máximo y decir -como 
expresa otro artículo- que se permite subir hasta un cincuenta por ciento o duplicar en caso de 
reincidencia, etcétera. Seguramente, en el Ministerio ya se debe saber cuál podría ser ese monto 
máximo y deberían trasmitirlo a la Comisión porque, de lo contrario, estaríamos dándole una facultad 
por ley que no corresponde. 


Personalmente, creo que en este caso -espero no estar diciendo una barbaridad- como en 
todas las otras leyes donde se votan tributos y sanciones, en esta Rendición de Cuentas también se 
deben establecer los montos máximos. 


SEÑOR MINISTRO.- En lo que tiene que ver con la pregunta que quedó pendiente, sobre si había 
topes, quiero señalar que sí existen e, incluso, algunos fueron modificados en la Rendición de Cuentas 
del año 2005. El asunto es que ahora estamos profundizando en el tema porque si esos topes no se 
reglamentan con precisión, pasan a ser sólo un dato. He comentado lo del procedimiento de pesaje, y 
lo que ocurre para aplicar las multas, que es algo que sucede por parte de todos los actores. Entonces, 
estamos procurando ajustar este mecanismo para que efectivamente se genere una situación donde 
todos tengan las mismas reglas de juego y se pueda empezar a profundizar en las obligaciones que 
genera el incumplimiento. 


Con respecto a la consulta acerca del artículo 263, en este momento no estamos en 
condiciones de establecer un monto. 


SEÑOR ALFIE.- Hablo de un monto máximo. 


SEÑOR MINISTRO.- Sí, pero debemos ponernos de acuerdo en el monto que podemos sugerir. 
Haremos llegar estos datos a los miembros de la Comisión, si es que entienden que se trata de un 
elemento para incorporar a la propia Rendición de Cuentas. Incluso, deberíamos estudiar en qué 
unidad se fija ese máximo para preservarlo en el tiempo. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que debería ser en unidades indexadas o algo similar. 
SEÑOR MINISTRO..- Podría ser; lo vamos a estudiar y les haremos llegar una estimación. 


SEÑOR GENTA.- El artículo 264 intenta resolver una situación que se había generado por un decreto 
del Poder Ejecutivo que establecía que la Dirección Nacional de Transporte no podía habilitar o 
registrar vehículos que fueran armados por partes, es decir, que no hubieran sido armados en origen. 
Lamentablemente, esto creó algunos problemas con vehículos que habían sido armados por partes y 
que habían obtenido su habilitación municipal, pero que cuando venían al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas para que se les diera la habilitación -básicamente, estoy hablando de vehículos para el 
transporte de carga, porque no recuerdo ningún caso de vehículos de transporte de pasajeros, aunque 
si se diera el caso también estaría contemplado por esta norma- no lo lograban porque había un 
decreto vigente. Entonces, el ciudadano que había armado su vehículo por partes quedaba preso de 
una situación que le impedía trabajar, porque si bien ya lo había registrado en la Intendencia Municipal 


correspondiente, debido a la vigencia del decreto mencionado, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas no podía inscribirlo y se quedaba sin su herramienta de trabajo. Este artículo busca solucionar 
esa situación, impidiendo por ley que se registren o habiliten vehículos armados por partes, salvo 
aquellos casos en que se justifique o se demuestre la importación de las piezas originales y el armado 
se haya hecho en lugares habilitados a tal efecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voy a comentar muy brevemente el contenido del artículo 265, ya que 
considero que se explica por sí solo. Esta disposición refiere al fideicomiso del boleto, hasta ahora 
administrado por la Corporación Nacional para el Desarrollo, estableciéndose que a partir de ahora esa 
función pasa a una sociedad de la propia Corporación, que tenga la característica de ser una sociedad 
anónima administradora de fondos de inversión, que son las que técnicamente administran todos los 
fideicomisos. Esto produce una repercusión porque el fideicomiso del boleto no sólo permitió abaratar 
el precio de las tarifas del transporte colectivo, tanto urbano como interdepartamental, sino que, 
además, normalmente es utilizado por las empresas como garantía bancaria de empréstitos para 
renovar la flota de ómnibus. Quiero destacar que el Banco Central del Uruguay, para tomar esa 
garantía con carácter de garantía bancaria computable, es decir, para que tenga mejores condiciones y 
no necesite encajes, exige que el fideicomiso sea administrado por una sociedad anónima 
administradora de fondos de inversión. 


SEÑOR ALFIE.- No son encajes sino provisiones. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Por lo tanto, esta ley establece que a partir de su entrada en vigencia, el 
fideicomiso del boleto sea administrado por CONAFIN AFISA. A su vez, ahora se autoriza a ANCAP a 
transferir directamente a CONAFIN AFISA los fondos correspondientes para integrar el fideicomiso. 
Anteriormente, ANCAP los transfería a otro ente estatal como era la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Entonces, al pasarlo a una sociedad anónima, necesita una autorización legal para superar 
las restricciones previstas en el TOCAF. Espero que mis explicaciones hayan sido claras porque 
estamos ante un tema complejo que involucra al sistema bancario, a las garantías y a las exigencias 
del Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quienes trasmiten la información a la gente puedan 
manejarla con claridad, sería interesante que se explicara cómo funciona el fideicomiso para abaratar 
el precio del boleto en el campo departamental e interdepartamental. Propongo que se diga: “Hicimos 
esto y el fideicomiso es esto.” 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: parto de la base de que los señores Senadores conocen el 
mecanismo, pero no tengo inconveniente en reiterarlo. 


En realidad, se creó un fondo que se nutre de un precio que surge de la venta del gasoil en 
los surtidores del país con el fin, en principio, de lograr una rebaja de los precios del boleto en todo el 
territorio nacional y en todos los modos de transporte. Cuando hablo de “todo el territorio nacional” me 
refiero al transporte urbano de Montevideo y de los departamentales del interior, a los suburbanos y 
metropolitanos y a los interdepartamentales de corta, media y larga distancia. 


Los rubros que inciden en el aumento de las tarifas del transporte, fundamentalmente, están 
regidos por el precio del dólar y del combustible y por los salarios. Todos sabemos la evolución que ha 
tenido el dólar. Los salarios se ajustan semestralmente y, en ese caso, se realizan las transferencias o 
los ajustes necesarios, si corresponden; el último no se realizó en el mes de marzo y correspondería 
hacerlo en el mes de setiembre. En el caso del combustible, los ajustes que se han dado -que, por 
cierto, han sido muy intensos en este último tiempo- son absorbidos por el fondo de fideicomiso. 


El beneficio de todo esto ha sido una notoria disminución en el valor real del boleto, en la 
relación entre el valor del boleto en todo el país y el bolsillo del usuario o su poder adquisitivo. Y esto 
ha traído otra consecuencia también favorable: las empresas que al iniciar este período estaban 
comprometidas -la mayoría de ellas, por no decir la totalidad, estaban impedidas de operar en el 
sistema financiero y estaban mal categorizadas por el Banco Central- han visto tonificada su actividad 
empresarial, porque se ha incrementado la venta de boletos en una forma notoria. En el último año, el 


transporte interdepartamental incrementó en 23 millones la venta de boletos y creemos que el 
transporte urbano lo hizo en más de 30 millones, aunque ahora no tengo la cifra exacta. 


Esto tiene un efecto de tonificación de las empresas pero, a su vez, es un factor de la 
ecuación que tiende a la baja del boleto. Del mismo modo que en los momentos de crisis subió el 
boleto porque eran menos los que viajaban, ahora hay un factor de decrecimiento del precio del boleto 
por la mayor cantidad de pasajeros. 


Este mecanismo, que en primer lugar benefició a los usuarios de todo el país, además fue 
utilizado para otras cosas. ¿Quiénes reciben el resultado de este fideicomiso o de este fondo? Las 
empresas formales. En el país no todas las empresas de transporte de pasajeros eran formales. Había 
un abanico amplio de empresas informales; algunas porque nunca se habían planteado su 
formalización y el cumplimiento de sus obligaciones, y otras porque tenían dificultades para hacerlo. 
Entonces, se promovió un sistema por el cual se garantizaba la regularización de estos fondos, en 
respaldo con los convenios con los organismos de previsión, impositivos y tributarios, y con las 
intendencias municipales, de modo que todas las empresas lograran formalizarse. Precisamente, al 
formalizarse, todas las empresas estuvieron en condiciones de participar en el proceso de renovación, 
donde las entidades bancarias -empezando por el Banco de la República Oriental del Uruguay, pero 
también por entidades privadas- han apreciado que este Fondo les da una garantía de cobro absoluta; 
prácticamente no hay riesgo en la operación. Esto ha permitido poner en marcha una nueva etapa del 
proceso de renovación que, como apreciarán los señores Senadores, se va concretando en forma 
positiva. Pero, ¿qué sucede? Debido a este desencuentro que el escribano Fernández explicaba y que 
hoy queremos corregir, si bien los bancos financian y aceptan la garantía porque es la mejor que 
pueden lograr, no están habilitados para conceder a las empresas las mejores condiciones de crédito. 
Por lo tanto, esto redunda en algunos puntos más altos en los créditos; si todo pudiera funcionar como 
estamos proponiendo, significaría también un abaratamiento de la flota de transporte. Esta es la razón 
final del objetivo. 


He mencionado las ventajas y ahora quisiera comentar un poco las desventajas. El aumento 
en el número de pasajeros empieza a generar un nuevo problema en el transporte que en alguna zona 
se nota más críticamente, y estamos abocados a ver cómo lo resolvemos. Hay que ofrecer más 
servicios, más frecuencias para poder cumplir adecuadamente con los servicios, porque existe una 
mayor demanda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia se felicita de haber preguntado esto porque cree que ha 
ayudado a entender el mecanismo y los beneficios que ha traído la disposición. 


Vamos a analizar el artículo 266, que es el último. 
SEÑOR MINISTRO..- Para ello quisiera ceder el uso de la palabra a la doctora Legazcue. 


SEÑORA LEGAZCUE.- Debo decir que, partiendo de la Ley N* 16.387, de 27 de junio de 1993, que es 
la ley de abanderamiento nacional, este artículo incorpora, en la redacción dada por el artículo 265 de 
la Ley N* 17.296, una ampliación al mecanismo de abanderamiento provisorio, a través del 
arrendamiento a casco desnudo de buques con suspensión provisoria de bandera de origen para que 
puedan tomar la bandera nacional. Decimos que es una ampliación por cuanto extiende el plazo 
originalmente acordado en la ley -que era de un mínimo de seis meses y un máximo de un año- a uno 
no mayor a diez años, amplía la base acerca del tipo de buque y tonelaje a ser favorecido, ya que se 
fija en 2.000 toneladas de due weight, es decir de carga, y su fecha de construcción o transformación 
importante no debe superar los quince años. Es decir que, en lo posible, estamos hablando de 
parámetros tales que permitan que este mecanismo sea usado en los buques de transporte de carga 
con características bastante nuevas y con plazos más extensos; no estamos hablando de unidades 
viejas. 


Posteriormente establecemos los requisitos y se sigue el mismo criterio que ya se había 
utilizado en la ley original de abanderamiento. Sin embargo, solicitaríamos suprimir una pequeña frase 
del segundo inciso que dice: “Será requisito esencial para el otorgamiento de tal abanderamiento 


provisorio la presentación del certificado o documento que acredite el cese de bandera anterior”. Sería 
importante realizar esa supresión, porque como se trata de un abanderamiento provisorio con 
suspensión de bandera de origen, no se le dio el cese de la bandera original; entonces, no sería 
necesario presentar el certificado o documento que aquí se exige. El resto de las exigencias se 
mantendrían: habría que presentar el contrato de arrendamiento, acreditar la calidad de armador y 
cumplir los demás requisitos previstos en la ley de abanderamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es, exactamente, la frase que se propone suprimir? 
SEÑOR MINISTRO.- Vamos a hacer llegar a la Mesa la redacción, para que sea más precisa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema muy delicado, porque puede ocurrir que, en función de la 
disposición, se abandere un buque que a casco desnudo es arrendado por un armador nacional y, al 
mismo tiempo, mantenga el abanderamiento anterior. En ese caso, podría utilizar uno u otro 
abanderamiento según su conveniencia, porque cuando se trata de buques mayores de 2.000 
toneladas, no navegan en el río Negro o en el río Uruguay, sino en altamar. Me parece que hay que 
redactar el artículo con mucho cuidado, para evitar que pueda ser violada la disposición. 


SEÑOR PENADÉS.- En el consolidado del estado de ejecución presupuestal de inversiones, surge una 
economía del 53,14%. Hay una partida de $ 5.750:221.000 y el obligado del Ejercicio fue de $ 
2.694:503.000. De esto resulta una economía, según los datos que nos aporta el planillado de la 
Contaduría General de la Nación, de $ 3.055:718.000. Nos gustaría saber a qué obedece la no 
ejecución de esas partidas, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO.- Esas economías son sobre las cifras habilitadas, pero nosotros estamos sujetos a 
un tope, de manera que en realidad las economías fueron de un 0,03%, porque ejecutamos el 99,97% 
de lo disponible. 


SEÑOR HEBER.- Como en esta instancia el Ministerio entró de lleno a los artículos, no tuvimos un 
comentario de la Rendición en la línea de lo que señalaba recién el señor Senador Penadés. No 
pretendemos que el señor Ministro lo haga ahora, pero nosotros hicimos, hace más de un mes, un 
pedido de informes muy completo -no sé si lo ha recibido- y queríamos tener esa información antes del 
tratamiento de la Rendición de Cuentas. Nos gustaría que el señor Ministro tome nota y vea la 
posibilidad de contestar ese pedido de informes, que tiene que ver con obras públicas, con carreteras, 
con puentes, es decir, con una serie de aspectos. Si el señor Ministro no tiene conocimiento de él, se lo 
podemos reiterar, de manera de poder tener las respuestas antes de votar la Rendición de Cuentas 
para lo cual, si mal no recuerdo, tenemos plazo hasta el 20 de agosto. Entonces, si en estos días nos 
lo puede hacer llegar, le ahorramos al señor Ministro la exposición en ese sentido. 


El otro tema tiene que ver con recientes noticias sobre la situación preocupante de la 
empresa nacional de aviación PLUNA, en cuanto al aumento de costos que está experimentando por la 
suba del combustible y la inviabilidad de hacer vuelos a Madrid. Esta situación la venimos siguiendo a 
través de distintos medios de prensa, pero hoy de mañana, en la televisión, el señor Ministro manifestó 
que había voluntad del Poder Ejecutivo de que se volara a Madrid. 


Estamos hablando de una empresa mixta con participación del Estado uruguayo. Nos 
preocupan las manifestaciones del señor Ministro, habida cuenta de que los números no dan y del 
aumento de los costos que el mundo de la aviación está viviendo. En realidad, si los dineros no 
alcanzan, no se debería volar. El hecho de que el señor Ministro asegure tan enfáticamente que la 
empresa va a volar a Madrid, ¿significa que vamos a tener que subsidiarla para que mantenga dichos 
vuelos aunque, como se nos ha dicho, pierda cifras millonarias en dólares? Es un comentario que 
tiene que ver con la posición del Ministerio. Nos inquieta que se subsidie una empresa que está en 
franca competencia. Además, no sobra dinero en esta Rendición de Cuentas como para distraerlo con 
el fin de que algunos uruguayos lleguen a Madrid, teniendo otro tipo de alternativas como puede ser 
mediante convenios o acuerdos con otras empresas aeronáuticas. 


Sé que en la empresa existe una situación de enfrentamiento con el sindicato, el cual, según 
me parece, quiere mantener los vuelos a Madrid. Entonces, podríamos comprometer a una situación 
deficitaria a una empresa que tiene que rendimos ganancias. 


En consecuencia, quisiera conocer la opinión del señor Ministro con respecto a este tema 
porque realmente lo estamos viendo con preocupación, por lo menos quienes estamos interesados en 
los números del Estado. Concretamente, deseamos que se salga con éxito de esta situación de 
compromiso que vive PLUNA Sociedad Anónima. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el comentario que acaba de realizar el señor Senador Heber no está 
directamente relacionado con la Rendición de Cuentas, el señor Ministro podrá referirse a él luego de 
que haga uso de la palabra el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Los comentarios que quiero formular no aluden estrictamente al articulado del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas, sino que se refieren a proyectos de inversiones. Por eso, 
consulto a la Mesa si hago uso de la palabra ahora o si, por el contrario, espero a que el señor Ministro 
termine de responder la pregunta planteada por el señor Senador Heber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador puede hablar ahora. 
SEÑOR DA ROSA.- Voy a plantear dos cuestiones concretas. 


En primer lugar, quiero expresar mi preocupación a raíz de que en varias rutas nacionales 
hemos visto que se están llevando adelante importantes proyectos de inversión relacionados con el 
ensanche de puentes, lo que nos parece muy importante y necesario, sobre todo teniendo en cuenta el 
incremento del transporte vial de carga debido al aumento de la salida de madera desde determinadas 
regiones del país hacia los puertos. 


Quiero plantear mi preocupación en relación con las necesarias obras de ensanche de 
puentes sobre la Ruta Nacional N* 5. Todos sabemos que esa ruta constituye un eje vial de primera 
importancia en el país y que tiene una serie de puentes, fundamentalmente al norte del río Negro, cuya 
estrechez sigue siendo un serio problema y la causa de frecuentes accidentes. Digo esto teniendo en 
cuenta, sobre todo, el gran incremento del transporte de carga que se ha producido en los últimos 
años. 


En segundo término, a propósito de un artículo de este proyecto de ley que se refiere a las 
obras a realizar en el marco del plan de mantenimiento de la red ferroviaria, quiero señalar que este 
aspecto también es muy importante, dado el aumento en el transporte de cargas que se ha 
mencionado. Como esta es una cuestión que viene desde hace bastante tiempo -cuando accedí a la 
Intendencia Municipal de Tacuarembó en 1995 ya se hablaba de hacer un llamado a licitación para el 
mantenimiento de las vías del ferrocarril y de la necesidad de canalizar buena parte del transporte de 
carga a través de ellas- y todavía seguimos con el problema, además de que se continúa proyectando 
la reparación de las vías con miras a recuperar tramos importantes para el transporte ferroviario, nos 
gustaría saber si el señor Ministro puede darnos alguna fecha -aunque sea especulativa- del comienzo 
de estas obras tan necesarias para la recuperación del sistema ferroviario, sobre todo para mejorar el 
transporte de cargas que hoy ya es un dolor de cabeza para todo el país. Reitero que esta situación 
está motivada por el incremento del transporte de cargas -en especial de la madera- pero también 
significa un gran problema para la circulación carretera. Quienes conducimos habitualmente por las 
rutas, advertimos que este asunto es serio y que se ha estado incrementando. Las últimas 
estimaciones indican que en 2008 la producción y exportación de madera se incrementará un 40%, lo 
que obviamente va a repercutir en el transporte. 


Insisto en que me interesa que el señor Ministro nos dé alguna fecha estimativa del comienzo 
de estas obras que, más allá del tiempo que requieran, son absolutamente necesarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia deja constancia de que el tratamiento del articulado ha 
terminado. Tiene la palabra el señor Ministro para contestar las inquietudes de los señores Senadores 
Heber y Da Rosa. 


SEÑOR MINISTRO..- Quiero aclarar que, junto con las correcciones que se proponen, vamos a enviar 
un artículo que tiene que ver con la modificación de un aspecto de la ley de tercerización para el 
transporte de bebidas. Consideramos que también se debe agregar el transporte de carga 
internacional, por cuanto se trata de sumar un sector a alguna excepción de aplicación de las 
consecuencias de la ley. Hay un texto que se puede leer y que, aunque no menciona a ningún sector 
en particular, contiene la fundamentación correspondiente. 


Me voy a referir ahora a los aspectos generales que me han consultado. Comprendo las 
limitaciones de tiempo que tiene la Comisión para trabajar y por eso accedí a no hacer ningún 
comentario con respecto a la Rendición de Cuentas y al Balance de Ejecución Presupuestal 
propiamente dicho, aunque me gustaría tener el ámbito necesario para referirme a ello. En realidad, si 
bien es cierto que tenemos rezagos -que aquí se han señalado y a los que también nos referiremos- 
nos sentimos muy satisfechos, ya que en este proceso de culminación de nuestra gestión de Gobierno 
se están finalizando algunas obras y no ha sido en vano el esfuerzo que realizamos con todos los 
compañeros que integran el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, por cuanto se han logrado 
objetivos importantes. Incluso, se ha llegado a niveles de inversión superiores a los utilizados hasta el 
momento en el país; obsérvese que nuestra Cartera solo en caminería invirtió US$ 130:000.000 en el 
año 2007 e invertirá otro tanto en el año 2008 y en el 2009. Este año, inclusive, quizás superemos ese 
margen. Esto significa una inversión durante tres años consecutivos que sólo se alcanzó en el país en 
algún momento de la década de los noventa. Realmente, es algo distinto para el Uruguay. Con esto no 
se resuelven todos los problemas, sino que simplemente nos ponemos a caminar en la dirección que 
corresponde. Seguramente el próximo Ministro de Transporte y Obras Públicas encontrará un país en 
el que podrá destinar los recursos multiplicados para atender las necesidades de crecimiento en 
infraestructura. Basta darse una vuelta por el país para advertir que hay muchas rutas que necesitarían 
una gran inversión, pero existen algunas que son estratégicas para la transformación del país y que 
están en marcha a un ritmo intenso. 


Ahora bien, con mucho gusto vamos a contestar el pedido de informes presentado. 
Sinceramente digo que, en general, tengo una visión de lo que está pasando, pero en este caso voy a 
hacer las consultas pertinentes y a procurar responder con la mayor información posible. Incluso, 
quizás nos permitamos hacer alguna referencia en el caso de que en el pedido de informes no figuren 
algunas de las cosas que nos interesa transmitirles. 


Me voy a referir ahora a la empresa PLUNA. La historia de esta empresa es conocida y ya 
hemos discutido y analizado crítica y autocríticamente las causas que llevaron a que el Estado y, por 
ende, los uruguayos, tuvieran que hacer nuevamente un gran esfuerzo para que siguiera volando. Ese 
esfuerzo se justifica solo porque no se trata de algo menor, sino de un tema de importancia estratégica 
para seguir creciendo económicamente, con la aspiración de desarrollar el turismo y tener una 
estrategia que nos dé cierta autonomía ante la desaparición de las líneas más importantes de nuestros 
aeropuertos. 


Afortunadamente, a pesar de las dificultades que están planteadas en el momento, se ha 
incorporado algún servicio y hay anuncios de nuevas empresas que van a llegar. Por otro lado, esa 
estrategia nos daría cierta autonomía también en la región y, particularmente, con respecto a nuestro 
puente aéreo, que tiene una enorme importancia para el país y que por mucho tiempo había quedado 
muy desatendido. 


Por todo esto no nos resulta indiferente la evolución de PLUNA, que hoy es una empresa en 
marcha y que, por cierto, tiene dificultades que se han agravado por esta violenta modificación de los 
precios del combustible, que no estaba prevista, al menos con esa intensidad. Esto genera, con 
respecto a la estrategia de desarrollo que se había dispuesto, algunas nuevas interrogantes, a la vez 
que nos obliga a nuevas valoraciones. 


Como decía, PLUNA es una empresa en marcha. Hace algunas horas se comunicó a la 
opinión pública y a los operadores vinculados al transporte aeronáutico la obtención de la Certificación 
1OSA, que es la más importante en el sector. Con su obtención, pues, entramos en la primera división 
de las empresas aeronáuticas certificadas por la IATA, lo que no sólo le da la seguridad a los pasajeros 
en el sentido de que estamos en el mejor nivel desde el punto de vista operacional en todos los 
sectores de la empresa, sino que, además, abre la posibilidad de negocios de complementación con 
otras empresas internacionales que establecen, como condición, que se tenga dicho nivel de 
certificación para poder transferir negocios, paquetes, pasajeros y demás. 


Es cierto que se nos ha planteado el tema de los vuelos a Madrid. ¿Por qué? Porque 
estamos hablando de un vuelo muy exigente para el equipo con el que actualmente cuenta PLUNA - 
que es el mismo que tuvo siempre- y que, prácticamente, obliga a que buena parte del peso que 
transporta sea el del combustible. Es decir que tenemos un combustible caro para transportar y, 
precisamente, un enorme peso en combustible; esto hace difícil encontrar un equilibrio en la 
rentabilidad del vuelo. 


A este respecto, puedo decir que se han buscado y estudiado alternativas. Estamos 
absolutamente convencidos de la importancia estratégica que tiene para el Uruguay el hecho de seguir 
manteniendo esos brazos de conexión con el exterior y, ni más ni menos, con Madrid. Inclusive, 
estamos trabajando -y avanzando- para lograr la recalificación del país por parte de la OACI, a los 
efectos de poder hacer uso de los derechos que nos otorga el Acuerdo de Cielos Abiertos firmado con 
Estados Unidos y poder bajar en algún aeropuerto de ese país. Pero, claro está, el tema del 
combustible se convierte en una limitación. 


Por otra parte, quiero decir que se ha hecho referencia a una nota de prensa de hoy, extraída 
en momentos en que se realizaba la ceremonia. En nuestra intervención aprovechamos, más allá de 
saludar y felicitar a quienes habían hecho ese esfuerzo para lograr la Certificación IOSA, para definir 
algunas valoraciones respecto a cómo entendemos a la empresa -el país necesita que siga estando en 
marcha- y a cómo vemos la estrategia que debe desarrollar apuntando, como eje primero, al desarrollo 
regional; aquí entra en juego aquello del centro de distribución, del hub regional. 


En esa materia, los aviones incorporados, que son cinco de los siete comprometidos -los dos 
restantes llegarán antes de enero del 2009- nos dan ya la posibilidad de estar cumpliendo no sólo con 
distintas alternativas de vuelos regionales -con los que hacía mucho tiempo que no se podía cumplir- 
sino también de obtener del puente aéreo los mayores resultados posibles. 


El puente aéreo, desde el punto de vista estratégico, es muy importante, pero también lo es 
desde la óptica económica, porque la conexión Buenos Aires - Montevideo y Buenos Aires - Punta del 
Este, es una de las que da mejores resultados. En esa dirección, se puede decir que el desarrollo ha 
sido exitoso. De alguna manera, esa estrategia regional está sosteniendo las dificultades que han 
aumentado en los vuelos interregionales e intercontinentales. De 12.000 pasajeros que transportaba 
PLUNA en el servicio regional, pasó a 18.000 ya solamente con cinco aviones, y nuestra aspiración es 
que se pueda seguir completando esta estrategia con aviones cuya característica es volar más horas 
logrando un mayor número de destinos y, además, ahorrar un 40% de combustible, lo que significa 
tener máquinas en condiciones de competir en estos momentos difíciles. En cuanto al ahorro de 
combustible, que lo necesitábamos para mejorar la ecuación financiera de la empresa y darle equilibrio, 
se lo ha llevado hasta el momento el precio del petróleo, pero esperamos poder encontrar alguna 
salida. 


Por otra parte, el tema de la existencia o no de la línea a Madrid, por cierto, lo ha planteado 
la empresa, y más allá de las preocupaciones de los trabajadores, nosotros lo hemos analizado. 
Reitero que no queremos que se suspenda el vuelo a Madrid, y por eso estamos haciendo todo lo 
posible para encontrar algunas combinaciones que sean viables, algunas complementaciones o ajustes 
de recorrido. 


(Intervención del señor Senador Heber, que no se oye) 


-No, señor Senador. 


Atal punto se está trabajando en todo esto, que se contrató un experto internacional para que 
nos ayudara a analizar la línea Carrasco - Madrid y establecer la solución más acorde. 


Estamos haciendo todos los esfuerzos, y como este es un comercio en marcha, creo que es 
conveniente seguir apostando a que el servicio está en pie y se desarrolla. Si en el reportaje hubiera 
dicho “capaz que esa línea no se hace más”, quien tuviera que viajar a Madrid, no sacaría un pasaje en 
PLUNA, sino en otra empresa. Entonces, lo que dijimos a los efectos de defender la línea -si se 
escuchó bien- fue lo siguiente: “Es voluntad del Gobierno que el transporte”, etcétera; pero antes 
habíamos establecido la necesidad de trabajar para encontrar soluciones y respuestas a esa 
alternativa. 


Por otro lado, se plantea el tema de los puentes. Cuando concurrimos por el Presupuesto 
quinquenal, había una larga lista de puentes angostos que el país todavía tenía, y decíamos que nos 
encontrábamos en una situación paradójica porque estábamos dependiendo de un proceso de 
integración, pero físicamente no teníamos ni una sola ruta que se pudiera recorrer de este a oeste en 
las condiciones que exige el transporte internacional. En eso hemos estado invirtiendo, y por eso 
estamos trabajando en Colonia, en la Interbalnearia y en la Ruta 8 -donde en los próximos días vamos 
a estar anunciando el “bypass” a Pando-; por eso hicimos la Ruta 18 y se están priorizando algunas 
rutas para ubicar allí la partida del FOSEM. Incluso, hemos priorizado esas líneas para combatir el 
tema de los puentes angostos. Se trata de una cantidad muy importante de puentes angostos -no 
tengo el número exacto, y a los efectos de proporcionarlo le daría la palabra a la Directora de Vialidad- 
y por algo se hizo la Ruta 11, el llamado para el Puente del Santa Lucía, y se están ensanchando 
puentes y estableciendo estrategias. Esto no significa que tanto en la Ruta 5 como en muchos otros 
lados no se necesiten inversiones, pero me parece que corresponde que el país vaya despertando e 
invirtiendo en aquellos lugares donde está planteada la mayor urgencia, donde existe la mayor 
necesidad, para seguir acompañando este proceso de crecimiento. Quiere decir que compartimos la 
preocupación del señor Senador por los puentes angostos y estamos tratando de solucionar ese 
problema. Lamentablemente, este Ministro no va poder hacer todos los puentes, porque se trata de un 
número muy importante, pero va a tener la satisfacción de hacer muchos; otros quedarán para 
construir, porque es así como se construye el país. 


Un cuarto elemento refiere al tema de la red ferroviaria. No sé si el señor Senador estaba 
presente cuando hicimos referencia al artículo 255 de la Rendición de Cuentas. Dijimos que se había 
realizado un llamado a licitación que había superado las previsiones por lo que considerábamos que 
había margen para, por un lado, conseguir más dinero y, por otro, negociar los precios que se ofrecían 
en esa licitación. También señalamos que estamos analizando la posibilidad de complementar ese 
esfuerzo -que puede ser el productor de la adjudicación de la licitación, o de algunos tramos, utilizando 
la licitación- con lo que es la reorganización del personal ferroviario para poder abordar otros tramos 
que son necesarios. Hay que tener en cuenta que para que el ferrocarril cumpla su rol, de los 3.000 
kilómetros que tenía originalmente, necesita por lo menos 2.400, 2.500 ó 2.600. El llamado a licitación 
sólo fue para 900 kilómetros de vía, pero si conseguimos buenos precios, a lo mejor estamos en 
condiciones de hacer otros 400 kilómetros. Pero, ¿cómo se hacen los 2.500 kilómetros de vía 
restantes? Vamos a tener que recurrir a la experiencia del personal ferroviario, incorporando los 
elementos técnicos, los equipos, etcétera, para que a través de la Corporación Ferroviaria se pueda 
hacer el mayor esfuerzo. 


Por otra parte, quiero señalar que esta historia no surge en el año 1995, como en general se 
recuerda, sino que comenzó mucho antes. Ya en 1987 se suprimió el servicio de pasajeros en todo el 
país -que no corrió más a partir del 2 de enero de 1988- porque, entre las cosas que había que hacer 
con el ferrocarril, estaba pendiente su especialización para el transporte de carga. Debemos señalar 
que hoy se transporta la misma carga que en 1988 y se hacen transferencias para sostener el 
ferrocarril, y que lo único que se distribuyó fue a los 4.800 funcionarios, lo que no significó un ahorro 
para el Uruguay porque se sacaron de la plantilla de AFE y se enviaron a otros lugares; incluso, 
algunos de ellos se fueron para sus casas y siguieron cobrando un sueldo del Estado. 


Entonces, ¿cuándo vamos a poner esto en marcha? Debo confesar que estamos muy 
rezagados. Mi aspiración era que las condiciones para poner en marcha la recuperación vial hubieran 
madurado antes. Ahora bien, tenemos la esperanza de hacerlo lo antes posible. Si me piden una fecha, 
pienso que este año debe tomarse la decisión de empezar. No sé exactamente cuánto se va a poder 
abarcar pero, insisto, debemos ponernos en marcha para iniciar el proceso. 


Igualmente, quiero señalar que ya se hicieron algunas otras cosas. Por ejemplo, hay una 
inversión importante para renovar y automatizar todos los pasos a nivel del área metropolitana. 
Asimismo, se están revisando y colocando señales de todos los pasos a nivel que hay en el interior del 
país, que ascienden a 500. Se trajeron 80 vagones cerrados y 180 vagones de plataforma en el marco 
de un convenio con Italia. En setiembre viajan delegados a ese país para analizar la posibilidad de que 
en el marco del convenio se puedan adquirir coches motores que permitan mejorar el servicio de 
pasajeros en el área metropolitana. Aclaro que no estamos hablando de extenderlo, sino de arreglar 
las vías para que primero pueda ponerse en marcha el sistema de carga y luego dedicarnos a mejorar 
el servicio de pasajeros. Sin embargo, creemos que mantener el servicio de pasajeros en el área 
metropolitana forma parte de una política social muy importante. Estamos trabajando para ver si 
podemos mejorar -en condiciones particulares, ya se han presentado algunas ofertas- lo relativo a las 
locomotoras, puesto que las que tenemos hoy son viejas y tienen problemas de mantenimiento. Si bien 
hay que seguir utilizándolas, sería bueno poder empezar a aumentar el parque de locomotoras para 
poder luego recuperar algunas de las que están esperando ser reparadas. En síntesis, este es el 
estado de situación. 


Hago estos comentarios para evitar una discusión en el Senado de la República, aunque 
advierto que no siempre tengo éxito. Digo esto porque me enteré de que en la Cámara de 
Representantes se manejaron algunos datos que no eran exactamente correctos, respecto al convenio 
con Italia. Efectivamente, el 12 de marzo de 2001, en momentos en que los Directores de AFE eran 
García Carrere y Augusto Montes de Oca y que el Presidente de la República era el doctor Jorge 
Batlle, se firmó un convenio con Ferrocarriles del Estado de Italia por el que se establecía la voluntad 
de una intensa cooperación en una serie de rubros, que incluía la incorporación de equipamiento y 
hasta un financiamiento de € 10:000.000 para la recuperación de nuestro ferrocarril. Ese convenio se 
firmó por parte del Gobierno, que en ese entonces estaba en manos del Partido Colorado, pero pasó el 
tiempo y no se llevó a cabo ninguna acción. En una de las giras en las que acompañamos al actual 
Presidente de la República, visitamos Italia, y el personal que preparó la visita y el encuentro, ubicó 
este convenio. Precisamente, el 19 de octubre de ese año, en la ciudad de Roma, se reactivó ese 
acuerdo -se le agregó alguna frase- sobre la base de lo establecido por el anterior convenio del 12 de 
marzo de 2001. A partir de ese momento, el Directorio siguió trabajando en el tema y empezaron a 
surgir dificultades para que se pudiera cumplir con la cooperación que se anunciaba. Lo que sucedió 
fue que, en Italia, Ferrovías del Estado y Tren Italia son empresas estatales, pero también sociedades 
por acciones, y la ley impide a estas sociedades hacer donaciones, es decir, regalar equipos. Por lo 
tanto, esa voluntad de donar equipos al ferrocarril uruguayo no se había podido concretar y tampoco se 
iba a concretar si las cosas continuaban de esa forma. Entonces, como no se podía modificar la 
legislación italiana, se hizo una negociación en la que se llegó al acuerdo de fijar un precio político a 
estos materiales, lo que permitiría simplificar la operación. El precio que se acordó es el de la 
cotización internacional de la chatarra en el mercado de Milán. Por lo tanto, los vagones se compraron 
a ese costo y, como todo sube -no crean que eso me causa gracia- también aumentó el precio de la 
chatarra a nivel internacional. Eso es lo que se acordó para hacer posible el convenio de cooperación y 
se reafirmó con un acuerdo posterior -que se firmó entre el Ministro Bianchi de Italia y quien habla- que 
trató de darle una forma más acorde a la cooperación que era posible llevar adelante. Es más; 
afortunadamente ha cambiado el Gobierno de Italia, pero no su política respecto a este acuerdo. Existe 
la voluntad de cooperación y se ha hecho el anuncio de que el nuevo Ministro de Transporte de Italia 
vendrá al Uruguay. Nosotros tenemos la expectativa de que se puedan comprar los coches motores 
que van a seleccionar los técnicos que viajarán en el mes de setiembre. Hay una partida de 19 coches 
de los que queremos seleccionar 6, 8 ó 10 para adquirir al precio de chatarra; naturalmente, a esto hay 
que agregar el costo del flete. Los vagones que trajimos son de los mejores que tiene AFE -no sé si de 
los más modernos, pero sí de los mejores- y están operando en la actualidad. 


Creo que valía la pena hacer esta aclaración para evitar discutir sobre aspectos que están 
perfectamente documentados. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece al señor Ministro y a los colaboradores que se 
encuentran en Sala y desde ya les adelanta que, si así lo exigen las circunstancias, les pediremos que 
en otra oportunidad nos auxilien con sus opiniones. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 22 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


